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PROSECRETARIO: Señor Manuel Nande. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pablo Abdala). Habiendo número, está abierta la reunión. 


Tenemos el gusto de recibir a una delegación de la Asociación de Magistrados del Ministerio Público y 
Fiscal, integrada por su presidenta, doctora Brenda Puppo, el vicepresidente, doctor Gustavo Zubía y el 


secretario, Raúl Iglesias. 


En primer lugar, queremos formalizar la solicitud de disculpas porque, lamentablemente, se frustró la 
intención inicial de recibirlos la semana previa a la Semana Santa, pero por razones que fueron trasmitidas en 
aquel momento, la comparecencia del fiscal de Corte se prolongó más allá de lo previsto, por lo que fue 
absolutamente imposible para la comisión llevar adelante esa instancia aquel día. Por lo tanto, la estamos 
concretando en el día de hoy. 


La Asociación ha sido convocada, como dice textualmente la nota que se les hizo llegar, para considerar el 
funcionamiento del nuevo Código del Proceso Penal así como aspectos relativos a la redistribución de los 
señores fiscales, y en ese contexto, particularmente el de la señora fiscal Gabriela Fossatti. La descripción del 
objeto que acabo de leer no excluye cualquier otro asunto que los señores fiscales entiendan pertinente 
compartir con la Comisión, que tenga que ver con la relación laboral que los une con la Fiscalía General de la 
Nación y con otros aspectos relativos al cumplimiento de sus cometidos. 


SEÑORA PUPPO (Brenda). Agradecemos la invitación a esta reunión; esperamos ser lo más claros posible. 


Vamos a dividir la exposición: el doctor Zubía se referirá a aspectos de traslados, y yo, a la implementación 
del nuevo Código de Procedimiento Penal en el Uruguay. 


Vamos a dejar en poder de la Comisión los informes que hizo una comisión que fue nombrada por nuestra 
Asociación, relativos a la problemática del interior y de Montevideo. Asimismo, trajimos una carta que nos 
enviaron a fines de noviembre del año pasado, firmada por ciento dieciséis fiscales departamentales, donde 
cuentan su problemática, y que nosotros presentamos al fiscal de Corte. Exhorto a los señores diputados a 
que la lean. 


Más allá de lo que yo exponga ahora voy a tratar de ser clara, pero va a ser imposible hablar de todos los 
detalles , en esa carta puede advertirse la preocupación de los compañeros por cosas que consideran que no 
están funcionando bien. 


Lo que refiere a la implementación del Código, voy a dividirla en dos partes: en primer lugar, me voy a 
referir a la problemática del interior y, en segundo término, a la de Montevideo, porque son dos situaciones 
totalmente diferentes. 


¿Por qué son diferentes? El problema más grande que hay en este momento en el interior, es el siguiente. Hay 
dieciocho departamentos, de los cuales nueve son turnos únicos y tres con una situación especial que después 
voy a explicar. 


¿Qué son los turnos únicos? Hay una sola sede de fiscalía con un fiscal titular y dos a veces tres fiscales 
adscriptos. El turno único significa que está de turno todo el mes: el titular descansa dos fines de semana al 
mes y los descansos se rotan con los adscriptos. 


Otro gran problema que existe en el interior es la multimateria. No hay especialización, como en 
Montevideo, donde hay fiscales especializados en determinadas materias. En el interior, el fiscal atiende 
todas las materias y, en este momento, tiene que atender dos procesos penales diferentes simultáneamente: el 
proceso viejo y el proceso nuevo. Quiere decir que en la actualidad hay un fiscal departamental que está 
atendiendo causas del proceso viejo, causas del proceso nuevo, adolescentes, familia, aduanero y faltas. Hay 
tres personas por cada sede, o cuatro en el mejor de los casos. 


Evidentemente, el desborde es muy grande; no se puede ir a todas las audiencias, por lo que se tiene priorizar 
a cuál asistir ya que no se puede atender todo. Además, los fiscales departamentales tienen que atender a las 
víctimas, ya que ahora es parte de nuestra función. 


El sistema informático en el interior no tiene interoperabilidad con el Poder Judicial. En Montevideo tenemos 
algo, pero en el interior se quejan de que no tienen nada; me han comentado que la solicitud de audiencias se 
sigue haciendo por teléfono. Registran las formalizaciones y los juicios abreviados, pero se realiza todo como 
antes. El sistema informático no ha sido de gran ayuda; lamentablemente es muy engorroso y muy 
complicado. Los funcionarios administrativos tienen resistencia al sistema y no han sido debidamente 
capacitados. Eso hace que el fiscal titular asuma todo, porque la responsabilidad es suya. 


Si bien antes de empezar a implementar este nuevo Código ingresaron por concurso muchos fiscales como 
bien lo señaló el fiscal de Corte , lo hicieron en el escalafón más bajo, esto es, como fiscal adscripto, que es el 
cargo de inicio a la carrera del ministerio público. Entonces, no se trata de un aumento efectivo; si bien ahora 
hay muchos fiscales adscriptos, sin desmerecer a las personas no voy a hablar de casos concretos , no tienen 
ni se les puede exigir que tengan el mismo poder de decisión que un fiscal departamental o un fiscal de 
Montevideo, en primer lugar, porque se supone que el fiscal departamental o el de Montevideo hizo una 
carrera dentro del ministerio público y tiene más experiencia, y en segundo término, por la diferencia salarial. 
Es de regla que si pasa algo, el responsable será el fiscal titular de la sede; eso es así. Más allá de que uno 
delega los fiscales adscriptos están yendo a las audiencias porque, de lo contrario, es imposible hacer el 
trabajo , el día que haya un problema o pase algo, la responsabilidad es del titular. Eso es lo que también 
suma preocupación a los compañeros del interior. 


Hay muchos problemas. En la carta que nos enviaron los muchachos el año pasado, hacen un punteo 
espectacular de toda la problemática. Hablan también del problema de las sedes. Si bien en muchos 
departamentos se han mudado para sedes mejores, no ha sido suficiente. Hay que tener en cuenta que con el 
proceso acusatorio nuevo la defensa se instala en fiscalía porque los imputados ahora van a fiscalía. 
Entonces, está todo lleno de gente: la defensa tiene que hablar con el imputado a veces, no tiene espacio para 
hacerlo , la fiscal tiene que instruir generalmente instruye en su despacho ; hay problemas edilicios. Más 
allá de que hubo intención de hacer modificaciones, algunos departamentos carecen de infraestructura. 


Aunque parece que no es importante, quiero referirme a algo que para nosotros es relevante: las causas del 
Código viejo. Ahí también hay víctimas y justiciables, y esas causas hay que seguir tramitándolas. No 
entendemos qué estadística se tuvo en cuenta, cuáles fueron los informes que se recabaron de los respectivos 
juzgados porque hay departamentos que tienen un disparate de presumarios y sumarios en trámite, y eso tiene 
plazos: manifiesto, acusación, alegato. Muchas veces los fiscales departamentales prestan atención a las 
causas viejas porque se les vienen los vencimientos. Como me dicen muchos de ellos, los roperos se caen de 
expedientes porque no dan abasto. 


Con la mejor de las suertes, en las sedes hay tres fiscalías y tienen un turno cada siete días. Mientras el fiscal 
departamental está de turno, está atendiendo el teléfono, instruyendo los casos en los que él resuelve la 
detención o en los que ya se detuvo a una persona y, además, hacer algo del Código viejo; paralelamente, las 
dos personas que lo ayudan no hay más de dos tienen que ir a todas las audiencias: adolescentes, familia, 
aduanero que ahora es obligatorio , faltas, etcétera. Las horas no alcanzan. La gente entra a las diez de la 
mañana y a veces sale a las diez de la noche, no porque nuestro empleador nos exija eso, sino porque lo exige 
el trabajo ya que, de lo contrario, es materialmente imposible que salga el trabajo. 


¿Por qué quiero hablar específicamente de las causas del Código viejo? Porque están llevando mucho tiempo. 
Para tratar de solucionar el problema de los turnos únicos, en algunas zonas como en San Carlos y en 
Atlántida se organizó una especie de circunscripción territorial. Las causas del Código viejo de todo 
Maldonado las llevan adelante tres adscriptos. El jefe de esos tres adscriptos del Código viejo tiene su sede 
en San Carlos, y va dos veces por semana a firmar todo lo que ellos hacen ya que se encuentra a 50 
kilómetros de la ciudad de Maldonado y no puede ir todos los días, ni puede concurrir a las audiencias; las 
audiencias las están haciendo los fiscales adscriptos. Ahora estamos llevando a abogados para plantear juicios 
abreviados. 


La misma situación ocurre entre Atlántida y Ciudad de la Costa; se quiso evitar el turno único. Sé que el 
fiscal de Corte pidió recursos para crear muchas fiscalías departamentales, que no le dieron, pero la 
implementación que se hizo tampoco está funcionando. 


El fiscal adscripto se puede equivocar; todos nos podemos equivocar porque somos humanos. El día que pase 
algo ¿qué pasa? Esa es la preocupación de esos muchachos, que están iniciando su carrera en el ministerio 
público y que tienen una responsabilidad que nunca pensaron tener, ya que siempre contaban con el titular, al 
que consultaban. 


Hice mención a Maldonado porque es uno de los departamentos que junto con Rivera y otros de la frontera, 
son los más complicados; estuve ahí y por ese motivo tengo conocimiento de la situación. Hay presumarios 
muy complicados, de varias piezas, y eso hay que estudiarlo; hay que ir a la audiencia sabiendo lo que se va a 
preguntar porque no tiene sentido ir a una audiencia de presumario donde el fiscal no sabe de qué se está 
hablando. Ya pasó en una oportunidad en que se tuvo que pedir el expediente en confianza porque fijaron la 


audiencia un día y no había podido estudiar el expediente; se postergó la audiencia. La gente a veces se 
molesta. Esta es la problemática de las causas del Código viejo. 


Me quería detener en este asunto porque es parte del gran problema. No sé si se desvalorizaron las causas del 
código viejo o no se tuvieron en cuenta. 


Podemos imaginarnos al fiscal departamental que está con causas del Código viejo: tiene que sacarse el chip 
del viejo Código y ponerse el del nuevo para instruir, que es un sistema totalmente diferente. Es muy 
complicado. Hay gente que está estresada, que se está enfermando. Tenemos la suerte de estar en 
Montevideo, donde estamos un poco mejor, pero los compañeros del interior la están pasando muy mal, y 
ustedes lo van a poder apreciar en la carta que está en la carpeta que dejamos en poder de la Comisión. 


Esto no es un invento nuestro ni queremos hacer ningún escándalo; simplemente queremos que los 
legisladores tengan conocimiento de lo que está pasando. No nos agrada estar acá ni decir lo que estamos 
diciendo. Queremos que sepan que no está siendo fácil el ejercicio de nuestra función; ¡nada fácil! 


En cuanto a Montevideo, la ventaja es que, por suerte, tenemos la especialización. Hay fiscales 
especializados en flagrancia; yo soy fiscal de flagrancia. Es la única ventaja que tenemos ya que todo el resto 
está siendo complicado. 


La reforma que se hizo es muy grande y ambiciosa. Estuvimos todo el año 2017 hablando con el fiscal de 
Corte. Nos comunicaron en qué área íbamos a trabajar. No recuerdo cuánto tiempo antes se nos notificó creo 
que fue en julio o un poco antes quiénes iban a flagrancia, a económicos, a homicidios y a sexuales. 
Entonces ahí, comenzamos a mantener reuniones sectorizadas con la directora de implementación a fin de 
plantear sugerencias hay un millón de cartas en ese sentido , lo que veíamos que no podía funcionar o que 
faltaba. Se nos escuchó más o menos, como siempre. Así empezamos el 1* de noviembre. Los meses de 
noviembre y diciembre fueron bastante complicados porque se nos notificó veinte días antes de una planilla 
de turnos muy complicada: un día de doce horas, dos días no la policía no sabía a quién llamar , además de 
que estábamos de turno toda la noche con todo Montevideo. Por supuesto que cuando vimos la planilla de 
turno veinte días antes, a la directora le dijimos que un fiscal no puede estar solo toda la noche atendiendo el 
teléfono de todo Montevideo. De hecho lo tuvimos que hacer y pasamos noches sin dormir; yo tuve la suerte 
de pasar solo cinco, el doctor Zubía pasó más noches aún. No sé cómo fue instruida la policía, pero nos 
llamaba por todo: se cayó una persona de la bicicleta, un caballo estaba perdido en la calle, etcétera. Todo 
ello de madrugada. Ahora eso se ha mejorado, pero empezamos así en noviembre y diciembre. 


A raíz de todas nuestras quejas y conversaciones la jerarquía nos dijo que esto iba a ser dinámico, que se 
iban a ir viendo las cosas , modificaron el sistema de turnos. Durante la feria fue diferente, pero a partir de 
febrero, hacemos una semana de turno por mes. Además de lograr eso, también logramos estar en una sola 
zona, que fue lo que pedimos siempre porque es imposible abarcar más de una zona por fiscal. Montevideo 
está dividido en cuatro zonas, y cada fiscal tiene una zona diferente. Entonces, a partir del 5 de febrero, 
logramos que sean cuatro fiscales los que estén de turno por semana, una zona cada uno, lo que hace más 
llevadero el turno. 


Para hacer eso, tuvieron que transformar fiscalías porque, como siempre, no hay fiscales. Entonces, ¿qué 
pasó? Sacaron una de homicidios, una de económicos, y transformaron las cinco fiscalías de otros delitos 
que tenían la investigación de todas las denuncias que se plantean en las seccionales en Montevideo en 
fiscalías de flagrancia porque, de lo contrario, no llegábamos a dieciséis fiscales, para lograr cuatro fiscales 
por semana. Sacan de un lado, ponen en otro; ese es el problema que estamos viendo. ¿Qué pasó al hacer 
eso? Sobrecargaron de trabajo a la flagrancia, que no solo se ocupa de los turnos durante toda la semana, sino 
que, además, tiene la investigación y la preparación de los juicios que nos van quedando cuando no 
acordamos nada. Se pretende que hagamos todo en las tres semanas que no estamos de turno. 


En este momento yo tengo setecientas denuncias en la bandeja; mis compañeros deben estar más o menos 
igual; otros tienen más. Lo que estoy diciendo acá ya lo conversé con la directora de implementación; no es 
ningún misterio. Le mandé carta explicándole que no me hacía responsable si las setecientas denuncias no se 
atendían con tiempo. Yo no puedo leer junto con las dos personas que trabajan conmigo setecientas 
denuncias en una semana; es imposible. Voy leyendo de a poco. Estoy viendo denuncias de diciembre, de 
enero, porque hay que imprimirlas, hay que leerlas, hay que dar órdenes a la policía. Y después hay que hacer 
el seguimiento del caso, porque le doy la orden a la policía, pero no la cumple en el momento; ubicar al 


denunciante, ubicar al denunciando, alguna prueba documental o alguna pericia todo tiene un trámite. Mi 
método de trabajo es tener un bibliorato con todas las denuncias que estoy siguiendo y, una vez por semana o 
cada ocho días, llamo a la policía a decirle: "Fulanito, ¿se acuerda la orden que le mandé?". ¿Se dan cuenta 
de todo el trabajo que significa? Y, en medio de todo eso, preparando juicios orales, que no es nada fácil y, 
para nosotros, que recién empezamos con esto, es totalmente nuevo. No es ver un expediente y hacer una 
acusación, que antes me la llevaba para mi casa, la hacía tranquila, a pesar de que fuera un expediente 
gigante; se hacía. Preparar un juicio oral implica citar a todas las personas, notificar a las víctimas de que van 
a tener que estar en una audiencia con el imputado enfrente, conversar con ellos y convencer a los testigos 
para que vayan, y la policía científica. Les quiero contar todo con detalle para que vean bien en qué consiste 
nuestro trabajo, el trabajo que se nos impuso a partir del 5 de febrero, porque antes estábamos dedicados 
solamente a la flagrancia, en esos turnos en los que teníamos un día sí y dos no. 


A todo esto, tenemos que agregar el problema del sistema informático. Si bien ha mejorado un poco, sigue 
siendo un dolor de cabeza, porque se sigue colgando, hay que tener paciencia para esperar que se conecte o 
para cambiar de bandeja. Sinceramente, es bastante engorroso. 


Nos obligan a registrar todo. Por suerte los funcionarios administrativos lo han aprendido y se lo estamos 
delegando porque, si no, es imposible que cada vez que vengo de una audiencia tenga que registrar la 
solicitud de formalización, la solicitud de audiencia, la sentencia del juez y todo lo demás. Ayer me enteré de 
que tengo que pedirle al juez autorización para abrir una cuenta en el banco a mi nombre para depositar los 
dineros incautados. 


Entiendo que las cosas cambian, que uno tiene que modernizarse, pero me parece que nos sobrecargaron con 
muchas cosas y no nos dan las horas. No es que haya obligación de estar catorce horas en la fiscalía, pero uno 
no puede trabajar siete horas y que rinda. Hay que trabajar un poquito más para que la cosa salga porque, si 
no, se van acumulando denuncias y no hay manera de solucionar el tema. 


Hay una comisión de seguimiento del proceso acusatorio que el fiscal de Corte instrumentó, y nombró unos 
fiscales que escuchan nuestras sugerencias y las trasmiten en esas reuniones que tienen. Voy a plantear una 
sugerencia que hice y de la cual hasta ahora no he tenido respuesta, referente a los archivos. Hay cosas que de 
cajón son para archivar: no tenemos ningún elemento o ninguna pista para seguir investigando. Porque si una 
persona dice que iba caminando por la calle y vino una moto con dos desconocidos con casco, le robaron la 
cartera, huyeron por tal calle, y enuncia todo lo que le robaron, quiero que alguien me explique cómo 
investigo eso. No tengo nada para investigar; no puedo investigar. Eso es para archivar, de acuerdo con el 
artículo 98. Lo que estamos pidiendo varios fiscales es que esa oficina de depuración, que es una oficina de 
Fiscalía de Corte, que está integrada por diez abogados, archive por sí esos casos que no tienen indagados, 
sobre los que no hay posibilidad de descubrir quién puede ser el imputado. De esa manera, nos aliviaría el 
numerito de denuncias que tenemos en la bandeja, que es altísimo. Lo que he archivado no tiene nombre. 
Seguimos archivando nosotros: tenemos que hacer el dictamen de por qué lo archivamos, notificando a la 
víctima, y todo eso es tiempo que nos insume y que restamos a otras cosas importantes. 


Para mí, lo más importante es el juicio oral; lo más importante es preparar el juicio oral y llegar a esa 
instancia. En mi caso, lo estoy haciendo en mi casa; en la fiscalía no puedo concentrarme; es imposible, 
porque entra uno, sale otro, me traen denuncias, vienen a decirme: "Cayó Fulanito a preguntar por la 
denuncia 678040". Entonces le respondo: "Espere un poquito, que la voy a buscar en el sistema, para ver de 
qué se trata". Es imposible. Entonces, hay que atender a la víctima. Ahora estamos instrumentando un 
sistema de agenda para que las personas vengan por fiscalía determinados días de la semana para que las 
escuchemos. Antes, caían al grito, con el papelito, para que las atendiéramos. Eso es imposible. 


Me debo de haber olvidado de muchas cosas pero, más o menos, esta es la situación de flagrancia que, 
seguramente, esté contemplada en la carpeta. 


Después están los fiscales especializados en delitos económicos que hicieron su planteamiento , los 
especializados en homicidio todo el mundo lo sabe que están absolutamente desbordados porque están 
matando a alguien todos los días; ¡es horrible! , y los especializados en delitos sexuales. Me quiero detener en 
estos últimos por la importancia del bien jurídico tutelado. En este momento, hay dos fiscalías de delitos 
sexuales. Una está vacante, porque la fiscal, que está en el interior y asciende por concurso, todavía está con 
los trámites y no ha entrado; no me acuerdo desde cuándo está vacante, porque trasladaron a la que estaba 
antes. O sea que, en este momento, tenemos una fiscal titular de delitos sexuales, con su equipo de dos 


personas, y dos adscriptas solas en la otra fiscalía. Me dijeron y creo que está escrito por ahí que tiene unos 
mil doscientos casos en la bandeja, además de todos los detenidos que uno le va derivando porque yo, por 
ejemplo, que estoy de turno desde el lunes, creo que le derivé cuatro casos, porque no eran de mi 
competencia; los casos de violencia doméstica son de su competencia. Entonces, no solo tienen que atender 
la situación de flagrancia que se plantea desde la hora 10 a la hora 18 que le derivamos nosotros, porque no 
somos competentes , sino toda esa cantidad de denuncias que tienen, que no se sabe el contenido; puede 
haber casos graves, puede haber derechos vulnerados; imposible abarcar todo eso. 


Quería plantear esta preocupación porque de verdad se necesitan urgentemente más fiscalías de delitos 
sexuales. En realidad, se necesitan todo tipo de fiscalías, pero las de delitos sexuales, además, están 
atendiendo las cosas de los turnos, y eso lleva tiempo porque hay que instruirlas e ir a la audiencia de 
formalización. Ir a la audiencia de formalización lleva su tiempito, porque no se trata de ir, hacer la audiencia 
e irse para la fiscalía. No; muchas veces, cuando hay un juicio abreviado, hay que esperar a que un juez haga 
la sentencia. Entonces, hace un intervalo, y estamos ahí durante cuarenta minutos esperando para que haga la 
sentencia. O sea, entre pitos y flautas, el tema en el juzgado nos demora dos horas: una, en el juzgado y, las 
otras dos, en la fiscalía, trabajando. Esta es, más o menos, la composición de situación. 


También me quiero referir a las causas del código viejo. Hay cuatro fiscalías contra ocho jueces para el 
código viejo. Es imposible abarcar todas las sentencias. Antes había veintiún juzgados penales y todo eso se 
redistribuyó en cuatro fiscalías, que constan de un titular y tres personas haciendo acusaciones. El otro día me 
contaron que, a veces, por día llegan treinta excarcelaciones. Hay que ver el expediente, hay que ver si se 
puede excarcelar o no y, encima, registrarlo en el sistema informático no es como antes, que se hacía por 
escrito y volaba el expediente , sacarlo, imprimirlo y dárselo. Como me decían: "A veces, con treinta 
excarcelaciones me paso dos o tres horas", y después caen los abogados para plantear las causas de juicio 
abreviado, algo sobre los que me referí hace un rato. Y tengo que decir: "Señor: tengo que estudiar el 
expediente. Deme unos días que lo estudio, y venga a ver qué podemos arreglar". 


No sabemos por qué se organizó así, ni qué informes recabaron de los juzgados antes del Código, ni qué 
estadística hicieron, pero, evidentemente, se equivocaron o no tuvieron en cuenta la cantidad de causas que 
hay. No sé cuándo aspiran terminar esto, pero no va a ser antes de tres años. Ojalá me equivoque, pero no 
creo que se pueda terminar en tres años. 


Este es el panorama, más o menos, que tenemos en cuanto al funcionamiento del nuevo código. Como verán, 
siempre hemos sido muy críticos. No estamos en contra del procedimiento acusatorio filosóficamente 
hablando ; ¡para nada! Estamos convencidos de que había que cambiar el sistema procesal, pero había que 
cambiarlo e implementarlo de otra manera. No sé si no habría que haber pedido otra prórroga 
lamentablemente , pero sé que tiene un costo. Con todo lo que acabo de contar de forma muy sintética, la 
pregunta que nos hacemos muchos fiscales es si estábamos preparados para empezar a aplicar el código el 1* 
de noviembre de 2017. No desde el punto de vista jurídico, porque leer el código es muy fácil cualquiera de 
nosotros lo hace ; el asunto es la implementación práctica, la infraestructura. Somos los mismos fiscales 
titulares. El fiscal de Corte siempre habla de que con él ingresaron muchos, y es verdad, pero ingresaron 
fiscales adscriptos, y eso no es un aumento efectivo; los fiscales titulares seguimos siendo los mismos. 


Recuerdo que la doctora que se encarga de la implementación siempre nos decía que ella no estaba de 
acuerdo con que hubiera mucho cacique y poco indio. ¡Pero los caciques son necesarios! Porque al indio no 
le vas a endilgar la responsabilidad de una causa cuando tenés un cacique. En ese caso, hacemos un código 
todo con indios y no con caciques. Es muy difícil. El poder de decisión y la responsabilidad de la fiscalía la 
tiene el titular, y en eso estamos todos de acuerdo. 


Cuando hacen una denuncia no podemos decir: "A la audiencia fue Rodrigo Pérez; él es responsable de lo 
que pasó en la audiencia”. Se supone que Rodrigo Pérez, al que yo le derivé el caso, hizo más o menos lo que 
yo le dije que tenía que hacer. Entonces, el responsable soy yo. 


Sé que se necesitan muchos recursos. Ojalá el Gobierno atienda lo que el fiscal de Corte le va a solicitar, que 
seguramente sean muchos más recursos, porque la verdad es que urge la necesidad de crear, sobre todo, más 
cargos de fiscales departamentales. La verdad que la desazón que tienen muchos compañeros es pensar que el 
año que viene es año electoral y no va a haber ingresos, o sea que hay que aguantar hasta 2020; es 
desesperante. Hay que aguantar hasta 2020 a ver si se generan cargos, pero ¿qué hacemos hasta 2020? ¿Qué 
hace esta gente hasta 2020? 


Esa es la gran preocupación, y ojalá que esta comparecencia sirva para algo. Esto se tiene que transformar en 
una cuestión de gobierno. Sería bárbaro que Uruguay tuviera un procedimiento penal acusatorio exitoso y 
que no fracasara, como sucedió en otros países. Me encantaría que pasara eso. Entiendo que a veces no hay 
recursos, pero nosotros tenemos en nuestras manos la libertad de las personas y, por otro lado, tenemos una 
víctima que está reclamando que sus derechos sean atendidos. Entonces, es importante. No sé si la gente lo 
entiende o a veces considera que no es tan grave lo que está pasando, pero queremos que entiendan que es 
grave; lamento decirlo, pero es grave. 


El sentimiento que tenemos nosotros voy a terminar con una expresión que no es para nada jurídica es que 
nos mandaron a la guerra con un escarbadientes. Esa es la triste sensación que tenemos. ¡Y miren que fue 
conversado! Como asociación lo conversamos con el fiscal de Corte, lo conversamos con implementación; 
les dijimos que necesitábamos más personal. Ellos nos decían: "No tenemos recursos". Pero entonces, no 
tendríamos que haber empezado. Ya sé que esto no tiene sentido; no importa, pero a veces es bueno bajar la 
cabeza, pedir prórroga y hacer las cosas bien. 


Esto así está funcionando más o menos bien por la garra charrúa como dicen cuando juega la celeste que 
tenemos y todos los funcionarios del ministerio público, que le ponen onda a esto. El ministerio público está 
integrado por excelentes fiscales, excelente gente y excelentes adscriptos que tienen voluntad de estudiar, de 
aprender, de prepararse, y está funcionando por eso. Pero a veces, está funcionando a costa de la salud de 
muchos de nuestros compañeros, del estrés, de no vivir en la casa, porque si uno se va a las diez de la mañana 
y vuelve a las diez de la noche, prácticamente está fuera de su casa todo el día para sacar el trabajo, para que 
no se venza. 


Nos gustaría sentirnos más apoyados, porque no nos sentimos apoyados por nuestra jerarquía. Tenemos 
miedo de que si pasa algo grave, nos mandan a la prensa, porque ahora todo se mediatiza. Nosotros no 
estamos acostumbrados a esto de lo mediático; solo el doctor Zubía, que está más acostumbrado. Entonces, 
esta situación de que si alguien se equivoca, se sale a la prensa y se dice: "Fulanito de Tal, todo esto" hace 
que los fiscales tengan terror, y los del interior más aún, porque la circunscripción territorial en la que tienen 
que trabajar es mucho más chica, y todos se conocen entre sí. Cualquiera se pone a hablar en la radio acerca 
de que Fulanito de Tal le puso poca pena a este de acá, que Menganito no sé cuánto. Sobre el fiscal hablan 
con una falta de respeto total, pero el fiscal es un funcionario público de jerarquía. A veces, en el interior, en 
las radios y la gente habla del fiscal departamental como si fuera cualquier cosa: ¡cómo se va a equivocar! 
Ese fiscal tiene familia, a veces tiene hijos que van a la escuela, y que estén hablando de tu padre o de tu 
madre, diciendo: "Se equivocó. En lugar de cinco años puso cuatro. ¡Qué poquita pena le puso al muchacho 
este que hizo tal cosa!", porque sabemos que la sociedad lo que quiere es: todos para adentro y penas 
altísimas. ¡Bárbaro!, pero para llegar a los acuerdos, tenemos que bajar un poco la tasa de la pena porque, si 
no, no llegamos a acuerdos y, entonces, nos llenamos de juicios orales. Como nos dijeron cuando nos estaban 
enseñando todo este mecanismo acusatorio, si nos llenamos de juicios orales, el sistema colapsa. Entonces, 
no nos podemos llenar de juicios orales. Tenemos que intentar acordar por suspensión condicional del 
proceso o por juicio abreviado, pero para llegar al juicio abreviado, la defensa está dura. Muchas veces, se 
plantea que se trata de un primario absoluto y demás; son cosas que pasan en la diaria. Entonces, hay que 
empezar a discutir y, a veces, cuando alguien se empecina me ha pasado; por eso tengo dos juicios orales , 
seguimos a juicio oral. La cuestión es que no podemos tener veinticuatro juicios orales, porque no sé cómo 
podríamos hacerlos, ya que no nos dan los plazos. 


Me puedo haber olvidado de mucha cosa, pero, en síntesis, esta es la problemática que advertimos en cuanto 
a la implementación y el sentir de todos nuestros colegas o de los colegas que estoy representando, a pesar de 
que no hablan. Los fiscales del interior no hablan. Para eso estoy yo acá. Hay que entenderlos. Me refiero 
más a los fiscales del interior que a nosotros, porque consideramos que ellos están en una mucho peor 
situación. Como decía, muchos de ellos no hablan. Espero que lo que acabo de decir llegue a ustedes y vean 
si pueden hacer algo. 


Por ahora, es cuanto tenía que decir con respecto a la implementación. 
SEÑOR ZUBÍA (Gustavo). Buenos días a todos. Estamos agradecidos por la recepción. 


La doctora Puppo fue muy clara. Quiero agregar, primero, un perfil general, para luego ingresar en algunos 
temas concretos vinculados, sobre todo, al motivo inicial de la comparecencia a esta Comisión, que fue el 


traslado de la doctora Fossati, las manifestaciones que realizó a nivel periodístico y una carta de la asociación 
de fiscales dirigida a ella que, de alguna forma, también trata el tema. 


En forma general les digo que en el día de hoy, por primera vez en la historia de nuestro país, hay un paro de 
una hora o una hora y media, como apoyo a la comparecencia de esta directiva de la Asociación de 
Magistrados del Ministerio Público y Fiscal a esta Comisión. Quiere decir que, como decía la doctora Puppo, 
hay un ambiente emocional e intelectual muy especial con respecto a lo que está sucediendo. El hecho de que 
los fiscales, que somos un gremio relativamente conservador, por la actividad que realizamos y por nuestra 
estructura general, en una asamblea de más de cien personas representan el 35% o 40% del gremio; ustedes 
saben que no es fácil lograr asambleas muy nutridas , haya decidido una medida de paro en el día de hoy, 
aunque sea por unas pocas horas, es un elemento simbólico importantísimo para situarnos en cuál es la 
temperatura del partido. 


En el repartido que ustedes recibieron, que recoge manifestaciones de fiscales de Montevideo y del interior 
del país, los verbos nucleares como decimos los abogados, sobre todo en materia penal , que dan color a esta 
nota, refieren a insuficiencia absoluta de fiscales, carencia de capacitación, falta de definición de tareas, 
acumulación de tareas de índole jurídico, remisión casi cotidiana de instrucciones, protocolos, resoluciones, 
circulares que resulta imposible organizar, leer y, mucho menos, estudiar en profundidad , régimen de turnos 
extenuantes, necesidad física de contar con días de descanso, sometimiento a jornadas extensas de trabajo sin 
derecho alguno al descanso, deterioro progresivo de las relaciones interpersonales, insuficiencia de fiscales 
adscriptos, ausencia de personal de contingencia y sobrecarga de trabajo que impide totalmente la 
concurrencia a audiencias. En cuanto al sistema informático estoy leyendo a hipervuelo de pájaro , se 
expresa que es un sistema extremadamente engorroso, que se vuelve un obstáculo para la realización de las 
diligencias más sencillas, con fallas continuas, pérdida de funciones, imposibilidad de organizar casos, y 
siguen más apreciaciones en informes recibidos por ciento dieciséis fiscales del interior. 


No es esta comisión directiva la que quiere sacar un conejo de la galera, diciendo que esto no funciona. Son 
ciento dieciséis fiscales del interior los que firman esta comunicación, además de las comunicaciones 
recibidas por las fiscalías de Montevideo que, con respecto al sistema informático refieren ustedes tienen el 
repartido, pero quiero poner énfasis en esto que hoy el Sippau se cuelga, continúa siendo engorroso, lento y 
con herramientas de más, no resulta amigable, es un formato para la realización de oficios para otras 
instituciones, no ofrece prestaciones, hay problemas de coordinación con la policía, problemas de atención a 
las víctimas, recarga de trabajo permanente, problemas edilicios, problemas administrativos, etcétera, 
etcétera, etcétera. De manera que no es un invento de esta comisión directiva el hecho de que hay dificultades 
enormes. 


Leí no con mucho detenimiento, porque me exasperaron emocionalmente las declaraciones que el señor 
fiscal de Corte hizo en esta Comisión. Inclusive, veneraría a quien hubiera podido llegar a la comprensión de 
los dichos de la muy querida doctora Marquisá a mi juicio, harto engorrosos , para explicar la asignación de 
casos a los fiscales en Montevideo, porque realmente a mí me costó entenderlo, a pesar de que 
permanentemente, día a día, discuto esto con ella. 


Puedo entender todos lo entendemos que haya quejas propias del cambio de sistema. Cuando algo cambia 
sobre todo, los veteranos somos imputados de ser los más resistentes a los cambios , obviamente, se generan 
rispideces. Lo que hay que considerar es que hay un nivel propio del cambio, pero también hay otro nivel se 
ha dado en la historia de la humanidad , que corresponde a la no planificación del cambio. Creo que asistimos 
al espectáculo de la no suficiente planificación del cambio. Entonces, es muy fácil endilgar esto a que es 
necesario abrir la mente: "Abrí tu mente", "Abrite a los cambios". ¡No; no!; hay ciertas cuestiones que 
exceden eso. Basta con tener en cuenta lo que dicen ciento dieciséis compañeros del interior del país y 
cuarenta de Montevideo, por no contarles lo que fue la asamblea de seis horas, donde en otras declaraciones, 
de otros compañeros del interior, manifiestan que desean trasmitir la angustia y el desánimo que perciben en 
sus compañeros, desbordados por el trabajo y las horas de esfuerzo que implican las nuevas funciones que 
deben atender. Y siguen cuatro carillas más. 


Entonces, no son inventos. 


Me dolió leer algunas apreciaciones del fiscal de Corte, quien, obviamente, hizo una serie de alusiones 
directas a mi persona, pero no desde el punto de vista personal. He tenido un excelente relacionamiento con 
el doctor Díaz. Soy una de las personas que estuvo presente en esta Casa, conversando con algunos 


legisladores, al inicio de la postulación del doctor Díaz, hablando de sus capacidades intelectuales, que en 
absoluto desconozco, porque trabajé dos años con él en el departamento de Maldonado. Sin perjuicio de ello, 
nuestros caminos se fueron abriendo y separando frente a actitudes que, lamentablemente se lo he dicho a él 
en forma personal , demuestran en muchos casos, además de dificultades objetivas, dificultades de 
relacionamiento intelectual y emocional con los fiscales, que somos seres humanos y estamos acostumbrados 
a pelear por lo que entendemos justo, dado que esa es la función del fiscal. Por lo tanto, imposiciones manu 
militari, como han sucedido en los últimos meses, en términos de desbordarnos física, psicológica, emocional 
e intelectualmente, no son soportables y no tenemos por qué soportarlas. 


Obviamente, acá hay un macrotema que se llama cobija corta. Cuando la cobija es corta, si tiramos de un 
lado, se destapan los pies; si tiramos del otro, se destapa el torso. Hay un evidente problema de cobija corta. 
Con él lo hemos hablado en esos mismos términos. El problema es quién tuvo responsabilidad en esa cobija 
corta. Alguien dijo el fiscal de Corte , en 2017: "Estamos preparados". De esta Comisión surgieron voces 
señalando: "No estamos preparados. Habría que comenzar en 2018, con suerte". Alguien dijo: "Vamos a 
tirarnos al agua", y resultó que la piscina no tenía agua o tenía muy poca. Entonces, alguien tiene que asumir 
esos costos que en este momento estamos planteando. No me refiero a nosotros como comisión directiva, 
sino a cientos de fiscales. No se trata de que tengan un virus determinado y por eso digan: "No queremos 
trabajar". Damos fe, con nuestra palabra de honor, de que hay horas excesivas, abusivas, violatorias de 
cualquier elemental derecho al trabajo en la actuación de los fiscales. Dije en televisión me ufano de ello, 
porque mi única arma son los medios; no tengo otra; no soy hermano, primo ni hijo de como para hacer valer 
otro tipo de credenciales , y lo he repetido, que trabajé veinticuatro horas seguidas. La doctora Puppo, 
también; quizás, menos días. Fueron doce horas de la noche recibiendo doscientas diez llamadas de la policía 
y otras doce horas más, desde las ocho de la mañana a las ocho de la noche, formalizando en el juzgado y 
peleando con los abogados, cuando no con los jueces que, a juicio absolutamente personal, tienen dificultades 
con la integración de varias normas de este nuevo sistema, lo cual es comprensible. Ese sí es un costo del 
cambio, que dificulta. 


Como decía, trabajé veinticuatro horas seguidas, tomando decisiones sobre libertad, encarcelamiento, 
disposiciones relativas a la justicia penal. ¿Un cirujano puede trabajar veinticuatro horas seguidas y operar? 
Lo pregunto porque yo, a las siete de la noche del otro día, es decir, con veintitrés horas de trabajo, estaba 
operando, pidiendo prisión preventiva o no para determinada persona. Eso es operar; es afectar la libertad de 
las personas. Yo estaba operando con veintitrés horas de trabajo encima. Si un cirujano puede operar luego de 
veintitrés horas de trabajo... No me refiero a circunstancias excepcionales, porque en esas circunstancias 
llegué a trabajar treinta y seis horas continuas en el departamento de Maldonado. Era una circunstancia 
excepcional; se trataba de un homicidio muy complejo. En esas circunstancias fue un trabajo absolutamente 
realizable y atinado, pero no es posible que el sistema de trabajo habitual sea trabajar veinticuatro horas 
seguidas tres veces por semana, como se implementó en los meses de noviembre, diciembre y enero de este 
año, hasta que en febrero se modificó. Quiere decir que, a pesar de manifestaciones muy intensas yo no 
hablo bajo; a veces, grito de los miembros de la comisión directiva, alguien tomó sobre sus espaldas la 
resolución y dijo a los fiscales: "Trabajá durante veinticuatro horas seguidas. Y no duermas por cuarenta 
horas". Obviamente, uno no acaba de levantarse de la cama cuando comienza a trabajar ni se puede acostar 
en la hora veinticinco, cuando culmina su trabajo. Alguien tomó esa resolución. Alguien perdonen la 
expresión poco académica mostró su juego al exigir a sus subordinados que realizaran tareas absolutamente 
descomedidas, tanto en términos de derecho laboral como en términos de responsabilidad funcional, como 
decía, teniendo que operar como un cirujano luego de veinte o veintidós horas de trabajo. 


Dicen que para muestra basta un botón. Aquí hay una muestra de falta de sensibilidad mínima. No es que la 
función deba estar para el funcionario, pero el funcionario merece un tratamiento que ha sido desconocido 
una, otra y otra vez. Además, tenemos antecedentes múltiples al respecto. 


La asociación de fiscales se ha hecho eco de numerosos planteamientos de sus asociados en oportunidades en 
que el señor fiscal de Corte ha salido a los medios a realizar escarnio público de fiscales. Por ejemplo, en 
oportunidad de un eventual error cometido en el departamento de Rivera muchos años atrás, cuando el doctor 
Chiecchi excelente compañero, inclusive, muy bien valorado por nuestro jerarca tenía a su cargo tres 
fiscalías reitero: tres fiscalías; me refiero a un eventual error porque había prescripto y por resolución 
posterior de la fiscalía no se siguió una investigación administrativa , el señor fiscal de Corte salió a la prensa 
y habló de los horrores de ese fiscal, señalando que ese era un día en el que él prefería irse para la casa en 
lugar de tener que seguir soportando el trabajo de la fiscalía, entre otras manifestaciones. Esto deja en claro 


algo que sobre nuestras cabezas pesa en forma permanente: la capacidad que tiene la jerarquía de denostar 
públicamente, sin una investigación administrativa previa, nada más que por haber leído un expediente yo lo 
leí y llegué a otras conclusiones , a un estimadísimo fiscal, en aquel momento, nacional. 


Entonces, se dan una serie de mecanismos que vinculan el maltrato emocional, el maltrato funcional, la falta 
de elementos suficientes para enfrentar nuestra función, en lo que algunos denominan gerenciamiento 
maquiavélico. 


El gerenciamiento maquiavélico es una fase de determinados tipos de gerenciamientos en los que se impone 
al subordinado la necesidad de realizar diez mil tareas. Obviamente, se hace física, psicológica y 
emocionalmente imposible realizar diez mil tareas. ¿Qué sucede con eso? El funcionario está siempre en 
falta; reitero: siempre en falta. No quiero referirme a temas personales, pero lo cierto es que presenté 
renuncia a la fiscalía la cual será aceptada con fecha 1” de mayo porque sentí la existencia de un 
gerenciamiento maquiavélico sobre mi persona y la posibilidad de quedar perdonen la expresión poco 
académica con las ruedas para arriba en cualquier momento, porque estoy en falta. No puedo estudiar las mil 
doscientas denuncias que tenía en mi bandeja cuando me retiré de la fiscalía. Cualquiera de ellas es una 
bomba de tiempo como la del doctor Chiecchi en aquella oportunidad. Si explota, yo sería denostado. Tuve 
que tomar una resolución dura. Llevaba treinta y siete años en la fiscalía. En el acierto o en el error, yo le 
pongo amor a la camiseta. Creo que ese es un hecho indiscutido, porque lo aceptan mis más entusiastas 
contrincantes. Es decir, abandoné el ministerio público porque dije: "No; yo no voy a caer en manos de una 
eventual situación anómala que no produzco, pero sí produce un sistema que como lo he dicho y hoy repito 
está picando carne". Ha habido gente que en los pasillos de la fiscalía, con lágrimas en los ojos, con voz casi 
inaudible estoy un poco viejo y un poco sordo , porque tienen temor de hablar a voz tonante, me ha dicho: 
"Gustavo, no aguanto más. Mi familia, mis hijos... Ayer trabajé catorce horas". Acepto que se pueda trabajar 
todo ese horario en el turno; en el turno todos somos esclavos de lo que venga, pero fuera del turno es el 
momento de hacer un horario de seis u ocho horas, no otro período de doce o catorce horas. ¿Y con qué? Con 
temor. La palabra que define este momento, por lo que acabo de explicar y, quizás, por otras razones, es 
temor. El hecho de que podamos quedar con las ruedas dadas vuelta representa un temor personal, familiar, 
funcional, económico, porque perfectamente podemos ser sumariados, como ha sucedido con mucha 
intensidad en los últimos años en la Fiscalía de Corte. 


Esta introducción general, que daría para muchísimo más, representa que la posición de la asociación no es 
irracional. Por supuesto, en la dialéctica de este mundo todo tiene explicación. Leí las declaraciones del fiscal 
de Corte. Él se refería a que el sistema informático el Sippau tuvo sus inconvenientes, pero que se está 
mejorando. ¡Vaya! Es como si se dijera que cuando al funcionario policial le dieron su arma Glock para salir 
a patrullar y debió enfrentar una banda armada tuvo sus inconvenientes en los primeros disparos, pero 
después el arma funcionó mejor. No, señor; el arma tiene que funcionar de manera impecable desde el primer 
día. De lo contrario, se pone en riesgo lo que se está poniendo en riesgo en este momento, que es la estructura 
psicofísicoemocional de un conjunto de trescientos fiscales que queremos la camiseta. 


Yo hacía votos para que se pudiera implementar el sistema acusatorio, pero no en esta forma. Creo que en 
esto hubo apuro vaya a saber por qué razones; cada uno tendrá sus explicaciones ; un apuro descomedido 
para implementar este sistema sin los medios necesarios, como fuera. Muchos en esta asociación opinamos 
que "como fuera" no se deben hacer las cosas. 


Entonces, ese sistema Sippau, con respecto al cual nuestra jerarquía ha admitido que al principio tuvo 
dificultades, aunque luego mejoró, es lo que en muchas oportunidades ha llevado con esto contesto una 
alusión personal que hizo en esta sala el señor fiscal de Corte, citando mi nombre y apellido a demoras, 
como la de dos horas que sufrí y expuse. Más allá de que me acordara o no del NUNC lo cual me parece 
absolutamente menor , expuse que el sistema en su totalidad el sistema policial, el sistema fiscal y el sistema 
judicial requiere un mínimo de dos horas para lograr una orden de detención de una persona que está 
rodeada por la policía, presuntamente homicida de otro ser humano. ¿Por qué? Lo explico claramente y 
rebato desde el vamos las apreciaciones que se hicieron en esta sala. Si bien nada más que en el sistema 
judicial puede llegarse a la conclusión así lo informó la Suprema Corte de Justicia de que la demora en una 
solicitud de hiperurgencia, como es el caso de un homicida rodeado por la policía, puede llevar veintitrés 
minutos, desconectar esa pata que es estrictamente el sistema judicial de las otras dos patas que son el 
sistema policial y el sistema fiscal , olvidando que todo es una cadena, implica una tergiversación grosera de 
la realidad. 


Voy a hacer un raconto rapidísimo para explicar las situaciones que estamos padeciendo los fiscales, algunos 
de los cuales me han contado que las demoras en casos de urgencia han sido de tres o cuatro horas. Aun 
tomándose las diligencias que yo me las tomé para hacer las cosas lo más velozmente posible , cuando el 
fiscal recibía la noticia de la Policía: "Doctor: tenemos rodeado, desde hace cinco minutos, al homicida. Le 
pegó un tiro a una persona. Está rodeado en tal dirección", lo que tenía que hacer, con el sistema antiguo 
porque ahora les voy a contar que se modificó; por algo se modificó, y ahora estamos yendo a la vieja y 
querida llamada telefónica, que se puede hacer en tres minutos , era solicitar a la Policía, sí o sí, el número de 
noticia criminal, porque si no, no se le podía dar andamiento al trámite. Parece ridículo, caricaturesco, que le 
digan: "Mire: el señor está armado, está disparando a la calle", y uno tenga que contestar: "Pero si usted no 
tiene el número de noticia criminal, yo no le puedo dar trámite a su solicitud". Sin embargo, era así. Hoy se 
modificó. 


Entonces, la Policía tiene que cargar su tablet con múltiples datos y mis llamadas, en aquella tarde me 
acuerdo de enero, fueron reiteradas cada cuatro minutos: "¿Tiene el número de NUNC?". "Espere, doctor, 
está el funcionario, que ahora vino, porque tiene que ingresar otros datos: personales, del entorno, de 
dirección". La Policía tiene que cargar un sistema informático y recién cuando tiene el número de NUNC el 
fiscal puede empezar a trabajar. 


En aquella oportunidad tuve que empezar a trabajar, estando en mi domicilio, a las siete de la tarde, con la 
tablet famosa, que se supone que funciona, pese a que los ciento dieciséis compañeros del interior señalan, en 
la nota que enviaron a la Asociación, que es un "sistema engorroso", que "se cae", que "nos deja colgados", 
pero no voy a ser reiterativo, porque ya se los leí. Yo no confío. A ver si puedo ser claro: si soy policía, no 
confío en la Glock que me dieron para mi servicio después de haber hecho varias veces clic, clic y que no 
saliera el disparo. Yo no me voy a poner a litigar con un sistema informático absolutamente mal diseñado; lo 
han dicho voces de todo tipo y color. 


Hago un paréntesis: es un sistema informático sobre el que no recibimos ni una sola clase práctica cuando el 
Código se implementó. Recibimos una clase teórica de aproximadamente dos horas de duración el día antes 
del 1” de noviembre. Imaginen ustedes lo que es recibir clases teóricas de tiro: "Ah, la pistola se dispara así". 
"Señor: yo necesito la clase práctica de tiro, no una clase teórica". Cierro el paréntesis y vuelvo al sistema. 


Cuando la Policía lo cargó, después de veinte minutos durante los cuales estuve desesperado para que me 
dieran el NUNC porque tengo sentido de responsabilidad, tengo hasta un sentido estético de lo que debe 
hacer un fiscal en esas circunstancias , salí consternado hacia el Juzgado, porque no confío en el sistema. Me 
llevó media hora llegar desde mi casa, en Colón, hasta el Juzgado, en la Ciudad Vieja. Cuando llego, recién 
ahí empiezan a correr los veintitrés minutos del sistema judicial; veintitrés minutos que podrán suponer 
ustedes , con la vehemencia que me caracteriza, acorté al máximo posible, corriendo por las escaleras, en 
procura de la jueza y de los actuarios, que tienen que hacer todo el trámite. Y ellos me decían: "Tranquilo, 
Gustavo. Tranquilo, Gustavo. Ya lo vamos a sacar". 


De ahí salió el patrullero de la puerta del Juzgado de Juan Carlos Gómez, cuando conseguí el papelito, es 
decir, la orden de allanamiento y detención , a sirena batiente, hasta Maroñas. Quiere decir que cuando 
analizamos un tema sustantivo, que dio lugar a toda una presentación en sede parlamentaria por parte del 
fiscal de Corte, y desconocemos que los veintitrés minutos del sistema judicial son solo una pata y que se 
suman a muchos otros minutos veinte por acá, treinta por allá, etcétera que se necesitan para configurar la 
obtención de una orden de allanamiento, estamos falseando la realidad. Para muestra, nuevamente, basta un 
botón. 


Entonces, en absoluto comparto las manifestaciones de que, como por fiscal viejo, tengo problemas para 
meter el dedito en la máquina. Por supuesto que como fiscal viejo voy a tener más problemas, aunque capaz 
que también otros beneficios, como un sentido crítico que me permite analizar esta cadena de eventos. Por 
supuesto que puedo tener dificultades y ciertas resistencias; el problema es que ciento dieciséis fiscales 
jóvenes del interior y cuarenta fiscales jóvenes de Montevideo dicen "sistema engorroso", "se sigue 
cayendo". Quiere decir que para los viejos es difícil y para los jóvenes, también. 


Culmino esta parte, y perdonen mi entusiasmo: sucede que me violenta que las cosas no se ajusten a la 
verdad. 


En definitiva, una orden de detención, en el sistema antiguo, demoraba dos horas, como mínimo, con un 
fiscal que anduviera corriendo. ¿Qué pasó? ¡Oh, milagro! Se inició una investigación administrativa. Se dijo 
que no era sobre el doctor Zubía; sin perjuicio de ello, las conclusiones de esa investigación administrativa, 
que a mí me afectaban en forma negativa, fueron leídas en esta Comisión. Quiere decir que la investigación 
administrativa tenía nombre y apellido. 


Hoy, se modificó el sistema: en casos de urgencia el fiscal es el encargado de evaluarla , la comunicación es 
vía telefónica. Volvimos al aparato telefónico. ¿Por qué? Porque lo otro no funcionó, no funciona o tiene 
carencias. Entonces, si se volvió al querido aparato telefónico, es porque ahora los fiscales pueden llamar 
directamente al juez o al actuario. Eso igual va a generar problemas enormes, por ejemplo, si el juez está en 
una audiencia, y se nos dice: "Doctor: aguante con su llamada. El juez está en audiencia y no puede atender 
el teléfono". Ese juez puede estar una hora, una hora y media en audiencia, y yo voy a estar saltando, del otro 
lado del teléfono, rojo de furia, porque el homicida está enfrente, con la escopeta y se me va a ir. Alguien me 
dijo: "Si está rodeado por la Policía, no se va". Bueno, permítanme una carcajada frente a ello, no por la 
acción policial, sino por el conocimiento de los barrios donde se rodea una vivienda. Es absolutamente 
desproporcionado no entender que cuando la Policía ubica un patrullero en determinados barrios, a los cinco 
minutos me llaman para decirme: "Doctor: lo tenemos que retirar. Empezaron a llover las piedras; dentro de 
cinco minutos, llueven las balas". Así que vamos a ubicarnos en la cancha. 


Habría otros temas relacionados con las manifestaciones realizadas por el señor fiscal de Corte en su 
comparecencia en esta Comisión que también sería interesantísimo tratar. No voy a abusar del tiempo de que 
dispongo; simplemente, digo que si para muestra basta un botón, para muestra basta decir que no es cierto 
que una orden de allanamiento se pueda obtener en media hora. Ese es el tiempo que le insume al sistema 
judicial, pero hay otras patas que aún hoy están con enormes dificultades. 


En definitiva, en lo que refiere al planteamiento que la doctora Fossati efectuó ante la Comisión Directiva, 
esta le dio no voy a leer el documento entero, aunque tiene una carilla dos respuestas básicas. En primer 
lugar, se hizo eco de lo que representan los traslados inconsultos de fiscales con amplia trayectoria y sin 
invocación de motivaciones concretas, lo cual, entre otras cosas, es violatorio del Decreto N* 500. Esta 
norma hace referencia a la necesidad de motivar sustantivamente cualquier tipo de resolución administrativa. 
Son fiscales de años; somos fiscales de años. Amerita, hasta por razones estéticas vuelvo al concepto que me 
gusta; que refiere a que el acto tenga la redondez y la cristalinidad que se exigen a un acto administrativo , 
una invocación de razones. 


La doctora Fossati fue trasladada, como otros fiscales, sin invocación de razones, a nuestro juicio, en 
violación del Decreto N* 500 y del relatorio de la delegada de Naciones Unidas que, en referencia al 
tratamiento de los fiscales, dice que estos fiscales deben ser consultados porque son magistrados aunque el 
doctor Díaz sostenga que no; podemos tener muchas discusiones y, como tales, su traslado del lugar de 
trabajo puede representar, entre otras cosas, una interferencia con alguna investigación que estén llevando a 
cabo. A ver si somos claros: ¿el fiscal indaga sobre determinado tema y, casualmente, es trasladado sin que se 
motive esa resolución? ¿Alguien malintencionado, por supuesto no podría llegar a suponer que existe una 
intencionalidad en determinados traslados? Entonces, el traslado inmotivado fue objeto de una fase de la 
contestación a la doctora Fossati, tema del cual la Asociación se hizo eco. 


El último asunto hace referencia al conocimiento planteado por la doctora Fossati y comprendido por la 
Asociación de la forma de asignación de casos por la DPA. Esta es una estructura administrativa, con 
abogados muy jóvenes y con fiscales de superior jerarquía, dependientes inmediatos del señor fiscal de Corte, 
que tiene determinada forma de trabajo. Si pudieron comprenderla a partir de las declaraciones de la doctora 
Marquisá en esta Comisión, brindo por ustedes; a mí me deja muchísimas dudas, a pesar de que estamos en 
eso. ¿Por qué? Básicamente, porque es un sistema dinámico, móvil, energético, de acuerdo con cargas de 
trabajo, lo que, en definitiva, lleva hablando en criollo a que la autoridad administrativa que reparte los 
expedientes evalúe si hay más o menos carga de trabajo. Quiere decir que puede repartir expedientes con 
denuncias importantes en forma voluntaria a los fiscales. 


El sistema judicial tiene la ORDA y la OPEC, que utilizan mecanismos aleatorios. Se ha sostenido que en el 
caso de los fiscales no es necesario porque es la parte acusadora, pero diría que es donde más se necesita, 
puesto que es la parte que decide si empieza o no el partido, para decirlo en términos futbolísticos, a los 
cuales no soy afecto. 


El literal F) de la Instrucción N* 851 dice: "Formas de trabajo en casos no flagrantes", que son las denuncias 
que importan. Las denuncias pesadas no vienen en flagrancia; en flagrancia vienen los casos pesados: el 
homicidio, la rapiña, la violencia doméstica, pero no las denuncias profundas o intensas que, generalmente, 
aparecen por fuera del turno. El literal F) dice que, respecto de la intervención de denuncias de delitos no 
flagrantes, la DPA asignará el caso a una de las dieciséis fiscalías de Flagrancia y Turno. Punto. No dice: 
"Mediante un sistema aleatorio". Por supuesto, se puede decir: "Si hay recarga de trabajo, le voy a dar más a 
la que tiene menos", pero todo eso se puede resolver por un sistema aleatorio, como lo hace el Poder Judicial. 


Yo ratifico en todos sus términos la preocupación intensa de la doctora Fossati que, incluso, invocó no me 
puedo hacer eco de sus palabras, pero sí repetirlas que fue trasladada por quejarse en forma permanente de la 
opacidad del sistema de la DPA. Es un sistema opaco. No es solamente complejo, tortuoso, incomprensible; 
es opaco. Si el sistema que distribuye las denuncias penales en la República Oriental del Uruguay para que 
los fiscales estudien es opaco, tenemos gravísimos problemas. La doctora Fossati, que es una mujer muy 
inteligente con quien no siempre he concordado incluso, hemos llegado a discutir a viva voz y a retirarnos el 
saludo, porque los fiscales somos un poco encabritados, en algunas circunstancias , dice cosas claras, gusten 
o no, las diga en forma que guste o no. 


La Asociación ha tomado posición respecto de las manifestaciones de la doctora Fossati en cuanto a dos 
temas. Por un lado, dijo que había que hacer traslados motivados y la Asociación está totalmente de acuerdo. 
Pienso que todos debemos coincidir en que si un fiscal es separado de su cargo, es separado de su caso. Yo, 
como fiscal, sospecho hasta de mi sombra, y si un fiscal es separado de un caso, cuidado. ¡Cuidado! Por otro 
lado, la doctora Fossati dijo que el sistema es opaco en lo que hace a la distribución de asuntos. Lo comparto 
totalmente: el sistema es opaco. Tiene que ser aleatorio y hoy no lo es; entonces, por ahí, la mala gente que 
siempre existe comenta que determinadas denuncias llegan o pueden llegar en forma expresa y que ciertos 
fiscales dijeron: "Voy a tratar esta denuncia después de que termine con las dos mil que tengo en mi bandeja. 
Recién en ese momento la podré asumir", o que se les pedía un trato diligente de determinadas denuncias. 


Estando absolutamente abierto a todas las preguntas, finalizo diciendo que hay temas macro enormes , micro 
y pequeños. Hay un gran tema macro que se llama cobija corta. En este punto, entra en juego la rendición de 
cuentas, con las dificultades que va a tener la rendición de cuentas fuera de este año, porque la 
implementación de los cargos en el año electoral se va a complejizar. Estamos en un cien por ciento de 
acuerdo con el doctor Díaz en cuanto a que hay un tema de cobija corta. El problema es que alguien nos llevó 
a comprar esa cobija. Nosotros, los fiscales, queríamos comprar una larga y tener tiempo, en 2018, para 
implementar, entre otras cosas, un Sippau que aunque cada vez menos todavía nos sigue dando dificultades. 
¿Quién compró la cobija corta? No lo sé, pero alguien compró una cobija que, en este momento, está 
generando en el sistema de justicia dificultades en la persecución de delitos. Algunas son propias del nuevo 
código; otras son añadidas y hubieran podido preverse; la Asociación se lo planteó en numerosas 
oportunidades al señor fiscal de Corte. 


Además, hubo desentendimientos supinos con el señor fiscal de Corte. Le hemos dicho cosas con claridad y 
no han sido aceptadas, en virtud de que estamos en un sistema que ya se puso en movimiento y tiene que 
seguir. Como él dijo: "Esto no tiene marcha atrás". Puede un coche no tener marcha atrás, pero las 
posibilidades de chocar son enormes. A cuatro meses de su implementación, la circunstancia está complicada, 
desde la perspectiva de quienes lo ven de afuera y de los que lo ven de adentro. Ha cambiado el sistema de 
trabajo: los señores jueces, con todo derecho, ahora hacen seis horas de jornada laboral; los señores 
defensores, seis horas, y los señores fiscales, dieciocho horas. Esto no funciona. Perdón: puede funcionar. 
Los sistemas esclavistas siguieron funcionando a pesar de que constituían una violación sistemática de los 
derechos humanos, y los sistemas autoritarios pueden funcionar a pesar de violar sistemáticamente los 
derechos. Por supuesto que las cosas pueden seguir funcionando, pero mal, y muchos de los que tuvimos la 
camiseta puesta y apoyamos al doctor Díaz en sus primeras acciones ahora hablo en forma particular nos 
vimos defraudados por un mando autoritario, un ejercicio inconsulto de la dirección, una toma de decisiones 
con situaciones que luego afectarían a fiscales y a sus familias, y lo más importante: un resultado de 
persecución de delitos que, lamentablemente, no es en absoluto el deseado. Fiscales con cuarenta kilos en 
cada pierna lo he dicho en la prensa no corren delincuentes y menos si son ágiles. 


Finalizo haciendo referencia a un artículo de Búsqueda. El señor fiscal de Corte me imputó una falta de 
comprensión lectora cuando expresamente manifiesta que habría que quintuplicar la cantidad de fiscales de la 
República Oriental del Uruguay si quisiéramos atender la totalidad de las denuncias que se presentan. En 


realidad, mi comprensión lectora no llega a entender la esencia de estas manifestaciones. ¿Cómo? ¿La 
Fiscalía de Corte no dijo que iba a atender la totalidad de denuncias que se formularan en el país? ¿No hubo, 
incluso, campañas publicitarias con el fiscal de Corte, en persona, manifestando que la Fiscalía iba a 
recepcionar vía policial y como fuera la totalidad de denuncias del país? Me dirán: que se dé trámite o no a la 
denuncia es otro tema. Pero para darle trámite o no a una denuncia, la tengo que leer, y leer y tomar la 
decisión ya es investigar. Yo no puedo decir: "Todas estas denuncias, al tacho, las archivo". "¿Por qué?". "Y, 
mirá: tienen dos renglones". No; yo tengo que abrir el famoso Sippau, bajar la denuncia, conectarme con 
otras pestañas, ir por conexión al SGSP que es una dificultad añadida , observar qué hay y, muchas veces, 


pedir una aclaración a lo que se formuló en el aire. Eso ya es tramitar denuncias. 


A mi juicio con mi comprensión lectora en problemas , no es entendible que se diga que no hay que 
quintuplicar los fiscales. Y si se admite que hay que quintuplicarlos, se está aceptando que nos tiramos a 
hacer algo equivalente al desembarco de Normandía en 1943 sin los elementos suficientes. El cambio de 
sistema, de código, sin los elementos suficientes y con una Asociación de magistrados fiscales no una 
Comisión Directiva que en el día de hoy tomó una medida de paro y les deja a ustedes los insumos de 
cientos de asociados que dicen: "Esto no funciona" o "Funciona a costa de nuestras vidas"; el cambio de chip 
del sistema procesal penal en el tema seguridad cuestión que, según las estadísticas, es fundamental en la 
República Oriental del Uruguay es un desembarco que se hizo mal, y quienes lo hicieron mal deben asumir 
las consecuencias. 


Nada más. 


SEÑORA PUPPO (Brenda). Quiero complementar lo que dijo el doctor Zubía en cuanto a la asignación de 
las denuncias por parte de la oficina de la DPA. 


La Resolución N* 850, de 2017, establece los criterios de asignación. La que se mencionó hoy es posterior y 
no dice nada, pero la anterior se refiere, más o menos, a lo mismo: a los antecedentes del caso, a las cargas de 
trabajo, y si es un delito que le corresponde a una fiscalía especializada, va con ese destino. Se habla de 
"conocimiento de antecedentes del caso"; esto tampoco nos ha quedado claro, sobre todo entre los flagrantes, 
porque muchos entendimos que cuando uno da una orden a la policía, sobre determinado caso, ya queda 
enganchado con el asunto, es decir, el caso es de ese fiscal. Pero no es así. Muchas veces ha pasado que me 
adjudican un caso en que intervino otro fiscal. Entonces, tengo que ir a la oficina para decir: "En esto 
intervino Fulanito. Esto le corresponde a Fulanito, no a mí”. O sea que no vemos un orden de asignación. Si 
un fiscal interviene en un fiscal en un caso, ese fiscal debe quedar en ese caso. Pero muchas veces se dieron 
errores que ocasionan trastornos. Quería agregar esto, porque hay otra resolución. 


Por otra parte, quiero agregar algo que olvidé mencionar cuando hablé de los fiscales departamentales. A raíz 
de que nos cambiaron el nombre del cargo, los fiscales departamentales tenemos que hacer otro trabajo más. 
Éramos fiscales letrados nacionales y, por la Ley Orgánica, ahora somos fiscales letrados de Montevideo. 
¿Qué pasa con eso? Nosotros, como fiscales letrados nacionales, entendíamos en los recursos de casación, así 
se plantearan en Rivera, en Salto o en cualquier otro lugar. A partir del cambio de denominación, pasamos a 
ser "de Montevideo" y no entendemos más en las casaciones. Entonces, ¿cuál es la problemática que se está 
dando? Que si un fiscal de Rivera le interpone una casación a una causa suya, tiene que trasladarse a 
Montevideo, porque la Suprema Corte de Justicia exige que se fije domicilio en el radio de la Corte; 
entonces, el domicilio es Fiscalía de Corte. El expediente llega a la Fiscalía de Corte. Entonces, el fiscal tiene 
que ir a la Fiscalía de Corte a leer el expediente que, muchas veces, es enorme. 


En algún momento tuvimos fiscales departamentales que fueron a la Comisión Directiva a plantearnos esta 
problemática y fuimos a hablar de este tema con el secretario del fiscal de Corte. No sé, en definitiva, cómo 
lo están instrumentando, pero sigue siendo otra cosa agregada a los fiscales departamentales. Una cosa es 
cuando uno trabaja en Las Piedras, pero si está en Rivera y hay que venir a Montevideo para ver el 
expediente que es enorme, tiene varias piezas y no sé si se podría fotocopiar , resulta engorroso. Quería dejar 
esto aclarado porque me olvidé de mencionarlo en mi exposición. 


Por último, en cuanto a las órdenes de detención y allanamiento, el doctor Zubía se refería a los casos 
urgentes, por ejemplo, cuando tenemos una casa rodeada. Por suerte, a mí nunca me pasó, pero he tenido 
múltiples órdenes de allanamiento y detención que no fueron urgentes, porque tenía todo para detener a la 
persona, y se demoran horas, porque tengo que pedirle al juez la orden de detención por sistema, y hay un 
funcionario administrativo con un teléfono, monitoreando la situación durante largo rato, porque el juez está 


en audiencia, con el sistema Audire, y no puede suspender la audiencia para firmar la orden de detención. 
Entonces, a veces tenemos horas esperando a que el juez pueda salir y me firme la orden, y luego tengo que 
llamar a la policía para que vaya a buscar la orden al juzgado; después de eso, la policía actúa. ¿Se dan 
cuenta de todas las etapas por las que hay que pasar? A veces estamos horas en ese proceso. 


En ocasiones, hemos tenido problemas con imputados que están heridos e internados. No podemos tenerlos 
detenidos porque se nos van las veinticuatro horas. Entonces, tenemos que aplicar estrategias, como dejarlos 
internados sin custodia y con la policía tutoreando. Cuando les dan de alta yo tengo que tener la orden de 
detención para que no se vayan. Todo eso requiere que estemos alerta, porque a veces el trámite de orden de 
detención tarda. Implica cuatro minutos ponerla en el sistema y que llegue al Juzgado; es así y eso me 
encanta, pero el tema es conseguir el papelito firmado para dárselo a la policía. 


SEÑOR IGLESIAS (Raúl). Quiero hacer una aclaración sobre una referencia que hizo el fiscal de Corte en 
cuanto a los concursos; lo que dijo causó mucho malestar en varios fiscales. Él dijo que las designaciones y 
ascensos antes se hacían a dedo, lo cual no es cierto. Se aplicaba el sistema de la antigiljedad calificada, que 
podía ser cuestionado, pero no era a dedo. Quiero dejar eso muy claro y presentaré una nota firmada por 
varios fiscales que quieren expresar su sentir con respecto a este tema. 


También queremos manifestar que la Asociación siempre estuvo de acuerdo con el sistema de concursos. De 
hecho, cuando se discutió la ley orgánica, nos manifestamos expresamente en ese sentido e hicimos nuestros 
aportes, aunque no todos fueron contemplados. Luego, participamos de la discusión de los dos reglamentos 
de concurso que se han dictado hasta el momento. 


Insisto en que siempre hicimos aportes, aunque muchas veces no fuimos escuchados. 


También participamos activamente en las bases de los concursos que se realizaron hasta el momento, para 
fiscal departamental, fiscal adscripto y fiscal de Montevideo, porque creemos que el sistema es el mejor, pero 
no podemos desmerecer a los compañeros que ingresaron por otro sistema, el antiguo, que no era a dedo. 
Esto es lo que queremos dejar claro. Era un sistema de antigiledad calificada; no era a dedo; no era así. Lo 
aclaro porque, de lo contrario, queda el titular de que los fiscales de esa época entraban porque tenían un 
conocido o porque eran "amigos de", y no es así: entraban mediante concurso para ingreso y ascendían 
ascendían por antigiiedad calificada. 


SEÑOR PRESIDENTE. Cabe señalar que el diputado Pasquet fue quien inicialmente planteó la 
preocupación por la situación de la Fiscalía de la Nación. Después, la Comisión la hizo suya y eso derivó en 
la convocatoria del fiscal de Corte y de la Asociación de magistrados fiscales. 


SEÑOR PASQUET (Ope). Quiero agradecer a los representantes de la Asociación de fiscales que nos 
visitan, porque en sus exposiciones aportaron elementos sumamente interesantes y relevantes para ayudarnos 
a entender cuál es la situación actual en lo que hace a la aplicación del nuevo Código del Proceso Penal e, 
incluso, a la forma en que se sigue aplicando el antiguo Código del Proceso Penal, que ya fue derogado pero 
también forma parte importante de la realidad que debemos considerar. 


Cuando promoví estas citaciones dije que me parecía que el orden lógico era primero escuchar a la doctora 
Fossati; después, a la Asociación de fiscales y, finalmente, al señor fiscal de Corte. No se consideró 
pertinente invitar a la doctora Fossati y, en cuanto al orden de las convocatorias, se entendió que era mejor 
invitar primero al fiscal de Corte y, después, a la Asociación. Yo me manifestó en contra de ese criterio que 
fue el que, en definitiva, predominó, pero, después de escuchar estas exposiciones, me ratifico en aquel 
entendimiento originario porque, después de todo lo que han dicho ustedes, me gustaría confrontar al señor 
fiscal de Corte para saber cómo explica todo esto, qué nos dice de esto. Pero hicimos al revés: pusimos la 
carreta delante de los bueyes lo digo con todo respecto por los miembros de la Comisión que tienen un 
criterio diferente y, entonces, quedó, por un lado, el fiscal de Corte diciendo que las cosas son de una 
determinada manera y, por otro, esta otra versión. El que tiene que dar la explicación final es el jerarca del 
servicio, cosa que no va a ocurrir, salvo que dispongamos una nueva invitación. 


A modo de ejemplo, puedo decir que nos quedamos con una manifestación del fiscal de Corte en la Comisión 
de Constitución y Legislación del Senado, dice: Quiero decir, repito, que cualquier fiscal, desde cualquier 
parte del territorio nacional, puede trabajar en el sistema se refiere al sistema informático sin ningún tipo de 


dificultad. Aquí acabamos de escuchar otra cosa; nos quedaremos sin confrontar esas declaraciones y sin 
saber cómo se explica esta evidente contradicción. 


Nuestros distinguidos visitantes han sido muy claros en su amplia exposición. Sin embargo, me gustaría que 
se profundizara en algunos puntos. También quisiera que se refirieran otras cuestiones que no han sido 
abordadas o, por lo menos, yo no lo entendí así y quisiera precisar el punto. 


Uno de los temas que me parecen más importantes es el de los criterios de asignación de casos a los fiscales. 
Me quedó claro cuando la doctora Marquisá hizo su exposición en esta misma Comisión y ahora, con lo que 
exponen nuestros visitantes, que hay un margen de discrecionalidad para la asignación de casos. Más allá de 
eso que, a mi juicio, ha quedado claro y es algo que el Parlamento tendrá que valorar en su oportunidad 
habrá que dirimir si queremos que el sistema que funcione así o si pretendemos uno diferente en ese punto, 
más parecido a como funcionan las cosas en el ámbito judicial , ¿puede pasar también que a un fiscal a quien 
se le haya asignado un caso determinado luego se le retire? Creo que en una de las últimas exposiciones de la 
doctora Puppo se desprende que sí, que ello había ocurrido efectivamente. Quisiera precisar ese punto porque 
me parece de mucha importancia. ¿Puede suceder que a un fiscal se le diga: "Usted tiene conocimiento de 
este asunto" y, al otro día, cuando va a ocuparse de él, se lo pasaron a otro? ¿A qué responde este tipo de 
vicisitudes? No lo sé y quisiera pedir a nuestros visitantes que aportara luz sobre ese asunto. 


Hay otro tema que me parece extremadamente importante; me refiero al relacionamiento del Ministerio 
Público con la Policía. Sabemos que hay dificultades de articulación que han sido reconocidas por el 
Ministerio del Interior y por la Fiscalía General de la Nación. A veces, ello resulta de las distintas 
interpretaciones de las leyes que hacen los representantes del Ministerio Público y los funcionarios policiales. 
Uno pensaría que, siendo la Policía una organización vertical y jerárquica como está en la naturaleza de las 
cosas que debe ser , una vez que el Ministerio del Interior define una interpretación legal, se terminan las 
discrepancias en el conjunto de la estructura, pero, por lo que sabemos, no es así. El señor ministro Bonomi 
dice que la interpretación del Ministerio del Interior de las normas del Código del Proceso Penal que atañen a 
la relación entre la Policía y el Ministerio Público es la misma que hace el fiscal de Corte y, por lo tanto, no 
debería haber problemas. Sin embargo, hay problemas, porque hay funcionarios policiales que entienden que 
no pueden proceder sin instrucciones del fiscal de turno, prácticamente, en ningún caso. Obviamente, ello 
genera dificultades y apreciaría un comentario a este respecto. 


En lo que hace a la relación de los fiscales con la Policía, quisiera saber si los fiscales están obteniendo la 
colaboración necesaria, con la eficacia necesaria, en lo que atañe al diligenciamiento de la prueba para llevar 
al juicio oral. Antes, con el viejo Código, eso lo hacía el juzgado, que era el que citaba a los testigos, a los 
peritos, a todo el mundo y, cuando llegaba el caso, el fiscal tenía que ir a la audiencia, igual que el defensor. 
Ahora eso cambió y la presentación de la prueba corre por cuenta del Ministerio Público que, obviamente, 
debe contar con el auxilio de la policía. Quisiera saber cómo está funcionando eso. 


Otro punto que se vincula con esto me parece a mí , es que si esa colaboración entre la policía y los fiscales 
no es todo lo fluida y eficaz que debe ser, obviamente, habrá una cierta propensión a tratar de evitar el juicio 
oral y recurrir a fórmulas más simplificadas; parece claro. Me doy cuenta de que, una vez que se entra en ese 
terreno de la negociación en el proceso abreviado, a veces se llega a situaciones que no son bien 
comprendidas por la opinión pública, pues para obtener el acuerdo hay que abatir la pena en alguna medida y 
la gente se enoja. Entonces, me pregunto y traslado la interrogante a los visitantes si no podría ser útil una 
estructura que existía en el Código del Proceso Penal inicialmente sancionado, que era el proceso 
extraordinario, que no es el abreviado. Si se entendía que en el momento de la formalización estaba toda la 
prueba, se podía ir directamente a juicio, sin negociar nada; eso se daba, simplemente, porque estaba toda la 
prueba reunida. Yo no estoy hablando de eliminar el proceso abreviado, pero ¿no sería útil reincorporar el 
proceso extraordinario para que hubiera pronunciamiento rápido, sin negociación, y que la pena tuviera la 
magnitud que corresponda en función de las circunstancias del caso? Dejo planteada la pregunta. 


Por otra parte, uno de los datos que preocupan, vinculado con todo esto, es la disminución del número de 
formalizaciones en comparación con el número de procesamientos por el antiguo Código. Pese a que ha 
habido una explosión de denuncias o de noticias criminales como dice, con rigor técnico, el señor fiscal de 
Corte , que sobrepasó muchísimo lo que se había previsto en la actualidad se está en unas treinta mil noticias 
criminales por mes, según la última cifra proporcionada por el fiscal de Corte en la Comisión de Constitución 
y Legislación del Senado , el número de casos que llega efectivamente a la Justicia es reducido y el número 


de formalizaciones que es la expresión con la que se alude lo que antes se llamaba procesamiento es 
relativamente bajo. ¿Qué es lo que está pasando? Esto no tiene nada que ver con los nuevos criterios que 
introduce el nuevo Código en materia de prisión preventiva, por ejemplo. Lo menciono porque también se 
dice que no nos puede sorprender que haya menos procesamientos con prisión cuando el nuevo Código tiene 
nuevos criterios y dice que la prisión preventiva no será preceptiva en ningún caso. Pero esto no corre para la 
formalización; perfectamente, podría haber el mismo número de formalizaciones que antes de 
procesamientos. Sin embargo, hay una caída muy importante, ya no en los primeros meses de aplicación del 
nuevo Código, cuando se explica que hubiera menos formalizaciones porque el sistema recién se echaba a 
andar. Según la última cifra aportada por la Suprema Corte de Justicia cuando visitó la Comisión de 
Constitución y Legislación del Senado, hay una disminución importante, de más o menos el 50%. ¿Qué está 
pasando? ¿A qué se debe esto que está ocurriendo, que es realmente muy significativo, ya que impacta en la 
percepción que la opinión pública tiene del nuevo sistema? Al haber menos formalizaciones y menos prisión 
preventiva, la gente dice disculpen la expresión vulgar : "Esto es un viva la pepa. ¿Este es el nuevo 
Código?". Esto afecta el prestigio del nuevo Código. 


Siempre supimos que esto iba a ser difícil, entre otras razones, por esta: iba a significar menos prisión 
preventiva, lo que generaría irritación de vastos sectores de la opinión pública. Todo es cuestión de medida. 
Una cosa es un poco menos, que se puede explicar y, otra, que caigan la cantidad de casos con prisión 
preventiva y, además, las formalizaciones. Esto compromete el apoyo que un nuevo sistema debe tener en la 
población para que perdure; esto crea el ambiente para que desde algunos ámbitos o algunas voces digan: 
"Hay que terminar con esto. El nuevo Código fracasó. Hay que volver al anterior". Yo rechazo y repudio 
categóricamente ese criterio. Soy partidario del nuevo Código; creo que es un avance sustancial y que el país 
debe insistir con esto hasta que funcione bien, pero me hago cargo de las dificultades y digo que no va a 
funcionar bien mientras no las asumamos y tratemos de corregir lo que corresponda. Estos problemas están 
planteados. 


Mucho de esto tiene que ver con lo que el doctor Zubía aludía como el problema de la cobija corta. Sí; los 
hechos han venido a demostrar que se necesitaba más gente, más fiscales, más adscriptos, más técnicos y más 
funcionarios administrativos. Ahora bien, quiero señalar algo, porque integré la comisión que, en su 
momento, elaboró el anteproyecto del Código; trabajé en esa comisión como representante del Colegio de 
Abogados del Uruguay, no como legislador, porque no lo era en aquel entonces. Aquella comisión tenía, por 
expresa disposición legal, entre uno de sus integrantes a un representante del Ministerio de Economía y 
Finanzas, porque el doctor José Díaz, ministro del Interior que había diseñado aquella ley de la que resultó la 
creación de la comisión que trabajó en la elaboración del anteproyecto, había previsto que una de las 
dificultades iba a ser si había plata o no para financiar el nuevo sistema. Por ese motivo, se quiso que desde el 
vamos estuviera presente un representante del Ministerio de Economía y Finanzas. Yo recuerdo que nos 
acompañó, prolija y puntualmente, en todas las sesiones de aquella comisión, el doctor Álvarez, representante 
del Ministerio de Economía y Finanzas. Siempre se supo cómo iba a ser esto; se supo siempre que esto iba a 
significar mayores costos, que iba a requerir más personal y más presupuesto. Entonces, nadie puede decir 
que esto se hizo alegremente, sin tener en cuenta que se iban a necesitar más funcionarios y un refuerzo 
presupuestal importante para el sistema de administración de justicia en su conjunto. Siempre se contó con 
ese factor y se previó, y por eso siempre estuvo presente el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Por otra parte, nunca nos dijeron: "Esto no se puede hacer. Esto no se puede financiar". Siempre tuvimos luz 
verde; si no, no hubiésemos avanzado. Esta es la realidad de las cosas. 


A finales del año pasado, cuando algunos veíamos las dificultades que esto iba a significar y decíamos que 
había que prorrogar la entrada en vigencia del nuevo Código lo dije y me hago cargo , se nos contestó: "No; 
no es necesario. Está todo previsto. Hay que avanzar". Ahora tenemos que encarar estas dificultades. 


Plantearé un par de cuestiones más. 


Aquí se ha hablado de que determinado clima o situaciones de temor que hace que los fiscales hablen en voz 
baja, con angustia, de los problemas que presenta la aplicación del nuevo Código. Yo no puedo dejar de 
vincular esto con lo que decía, en su momento, meses atrás, la doctora Fossati, que afirmaba que a ella la 
habían trasladado porque había hecho manifestaciones críticas a la aplicación del Código y a sus jerarcas, 
como consecuencia de esa visión crítica que ella tenía. Entonces, si hay temores para la realización de 


críticas, supongo que no existe ese goce completo de la libertad de expresión que el doctor Díaz nos decía 
que es una de sus principales preocupaciones y por la que tanto abogó. 


En este caso, también hay un contraste entre lo que se nos dijo que era la preocupación de la Fiscalía de Corte 
y el resultado del funcionamiento del nuevo sistema en quienes lo están viviendo diariamente. Y si hay un 
clima de temor, creo que no están dadas las mejores condiciones para que se investigue todo lo que debe 
investigarse. A ese respecto, apreciaría todos los comentarios que nuestros visitantes entendieran pertinente 
formular. 


Finalmente, otro de los temas polémicos, complejos, que ha estado en la discusión no tanto en el ámbito 
parlamentario, porque las discusiones que se dieron aquí fueron muy moderadas y terminaron rápidamente, 
sino ante la opinión pública, porque hay quienes han dicho que, con la facultad de la Fiscalía General de 
impartir instrucciones generales, se vulnera la independencia técnica de los fiscales. Los doctores Viana y 
Salle han sido muy enfáticos, muy vehementes en esto. Hasta donde yo sé, a esta altura hay siete 
instrucciones generales; he leído algunas, no todas. Quisiera saber la opinión de la Asociación de 
Magistrados Fiscales del Uruguay si las instrucciones generales que hasta hoy se conocen afectan o 
comprometen de alguna manera su independencia técnica. 


Esas son las preguntas que quería formular, señor presidente. 


SEÑOR MAHÍA (José Carlos). Aprovecho para darles la bienvenida a la Comisión y agradecerles su 
presencia porque, circunstancialmente, cuando ingresaron a sala había tenido que salir a atender un llamado 
telefónico particular. No obstante ello, escuché toda la presentación que se hizo en sala. 


Quisiera hacer dos o tres comentarios y algunas preguntas para que me ayuden a orientarme. 


En primer lugar, es cierto que se decidió que la Comisión recibiría primero al fiscal y, luego, a la Asociación. 
En lo personal, reingresé a esta Comisión en la cual voy a estar por un tiempo después de que se había 
tomado la decisión. Quizás, en el futuro, tengamos que analizar las cuestiones que se plantearon tanto por el 
fiscal general y su delegación como por la Asociación de Magistrados Fiscales del Uruguay. 


En segundo término, con respecto a las cuestiones de orden presupuestal, no recuerdo ninguna instancia de 
presupuesto general del Estado cualquiera fuera el gobierno en la que un Inciso haya dicho: "Ha sido 
cubierto el cien por ciento de nuestras aspiraciones. No me den más recursos. Destínenlos a otra área del 
Estado, porque acá tenemos todo". No conozco eso. 


Parto de la base de que existen necesidades objetivas y de que hay que mejorar, como se ha dicho en sala 
tanto por esta delegación como por el fiscal. Veremos en las consideraciones del presupuesto general cuáles 
son las posibilidades fiscales y presupuestales que tiene el país. Pero, básicamente, así como se puede decir 
que hay insuficiencia de recursos o, por lo menos, que no se tiene todo lo que se requería, desde el punto de 
vista presupuestal también hay que reconocer que se ha hecho un esfuerzo importante por parte del país en su 
conjunto. ¿Por qué? Porque, si no, estamos diciendo una parte de lo que ocurre y no lo que efectivamente se 
ha avanzado. 


Lo que en el fondo se cuestiona es la puesta en práctica y demás, porque la necesidad de este nuevo Código 
parece haber estado consensuada a lo largo del tiempo. Lo que se ha focalizado en este caso son las 
dificultades de estos primeros meses de implementación. Sería bueno determinar si es algo sistémico por 
como está la situación, no se puede afirmarlo directamente o si hay episodios concretos que todo cambio trae 
consigo y se pueden superar mediante ajustes de funcionamiento. Ese es el punto central. 


Con respecto al rol de los jueces y demás, también nos gustaría saber cuál es el impacto en la demora de la 
tramitación de las solicitudes para los casos que se han planteado. Creo que sería bueno desarrollarlo. 


Me gustaría hacer algunas preguntas con respecto a la antigijedad calificada a la que hacía mención el fiscal 
Iglesias. Quisiera entender un poquito más el sistema. 


Cuando se hablaba de la antigúedad calificada por supuesto, antes de los concursos , ¿se hacía referencia a 
que un fiscal tenía equis puntaje por la calificación de sus labores y, automáticamente, elegía ir a un lugar o a 
otro por la antigúedad? ¿O era el fiscal general el que decía: "Este señor va a tal lugar o a tal otro"? Lo 


pregunto para comparar con algo que conozco en profundidad. Yo soy docente y, en educación media, en 
épocas en las que no había concurso de oposición y méritos había una lista elaborada en base a las 
calificaciones de las inspecciones y las calificaciones de los directores. De eso se extraía un puntaje y uno 
quedaba ordenado y envejecía así en el sistema. Se iba ascendiendo en función de lo viejo que se fuera en el 
sistema y, dentro del escalafón, se contaba con el mérito que se obtenía del promedio de la calificación del 
director del centro de estudios y de la inspección de la asignatura. Cada uno decía: "Yo estoy en tal lugar; 
llegué a esta antigúedad y elijo tal centro de estudios y doy clases ahí". Ese era el sistema. 


En cuanto a los fiscales, quiero saber si el sistema que se aplicaba era algo casi automático o si había una lista 
por mérito y el fiscal de la época decía: "Va Fulano a tal lado; va Mengano a tal otro". Lo pregunto porque 
ahí puede estar el tema del dedo al que hacía alusión el señor fiscal. Quisiera tener claro si era un sistema por 
el que, según la calificación, correspondía determinado destino o si, en función de esa base, había una 
discrecionalidad de asignación por parte de la autoridad competente. 


Con respecto a lo que el señor fiscal Zubía refería del DPA y de la intervención de la doctora Marquisá, sin 
tener especialización en la materia, la conclusión a la que llegué es que había un campo importante de 
parámetros objetivos y, otro, de subjetividad a la hora de la asignación de los casos. Eso es lo que interpreté 
luego de escuchar al fiscal general y a la doctora Marquisá y de haber leído la versión taquigráfica. Pero es 
obvio que quienes están aquí y quienes tienen formación en derecho, sin dudas, tienen mejor preparación que 
quien habla para referirse a la materia. Pero habrá que contrastar lo planteado con hechos concretos, con 
demostraciones fácticas. Habrá que decir: "Por tal razón afirmo que esto es aleatorio, opaco y demás", 
porque, más que una opinión genérica, debo demostrar cuáles son los elementos que me llevan a sacar esa 
conclusión. 


En cuanto a lo que manifestaba el señor diputado Ope Pasquet sobre el miedo de algunos fiscales, me 
gustaría que también se hiciera alguna aclaración, hasta donde se pudiera. ¿Cómo es el asunto? Por lo que 
entiendo, una asociación gremial la que sea defiende a sus pares y sostiene con denuncias formales y 
concretas: "Pasa esto en tal lugar y en tal situación". Si no tenemos prueba concreta de a quién le pasa este 
tipo de cosas, se da un contraste muy importante. 


Hemos escuchado en los medios de comunicación las opiniones del fiscal Jorge Díaz y del fiscal Zubía sobre 
distintos temas penales, y me parece normal, natural y saludable que se pueda decir libremente lo que se 
piensa. Pero me llama la atención que después se dé ese tipo de circunstancias que reitero se tiene que 
identificar con nombre, apellido y situación concreta, porque es un reclamo gremial o administrativo ante 
determinada situación o es un rumor, una sensación o lo que fuere. Entonces, para nosotros, que no estamos 


ahí y que leemos las versiones taquigráficas, que son públicas, es importante establecer esto con meridiana 
claridad. 


Con respecto al episodio de enero al que hacía referencia el fiscal general y que aludía directamente al fiscal 
Zubía, hice una pregunta que consta en la versión taquigráfica, porque quería tener claridad sobre el tema, y 
leí la versión de El Observador del 23 de enero. Lo que dijo el fiscal general fue que el fiscal Zubía no 
utilizaba el Sippau desde noviembre del año anterior. Yo no estoy diciendo que sea cierto, porque ni siquiera 
tenía idea de que había algún tipo de investigación administrativa, pero el fiscal leyó parte de una 
investigación administrativa, técnica o informática en la Comisión. Una cosa es tener un fallo por el manejo 
circunstancial de la herramienta informática le puede pasar a cualquiera y otra lo que dijo acá, a partir de ese 
informe, el fiscal general, sobre la no utilización del sistema desde determinada fecha en adelante. Eso es lo 
que figura en la versión taquigráfica. Quiero preguntarlo directamente como lo hice con el fiscal general 
porque está presente el fiscal Zubía y no hablaría bien de mí que hubiera planteado la interrogante entonces y 
no ahora, sobre todo teniendo en cuenta el descargo que hizo recién el fiscal Zubía. Reitero el concepto: no es 
lo mismo tener una dificultad circunstancial es decir, pasó tal cosa con la tablet que tenía a disposición para 
utilizar que no usar el sistema desde determinada fecha, en este caso, desde noviembre, según lo que leyó el 
fiscal general en el informe de un técnico informático. 


Sin duda, cuando terminemos de analizar los aspectos generales afirmados acá, tendremos que volver a leer 
algunos, como hicimos con la versión taquigráfica anterior, y también deberemos repasar, confrontar dichos y 
sacar conclusiones. A la larga, uno trata de generar las mejores condiciones para la aplicación de esta nueva 
norma, desde el ángulo que le compete a cada uno. En nuestro caso, desde el punto de vista presupuestal nos 
compete ver si se puede mejorar o dar respuesta a algunas de las cuestiones requeridas. También tendremos 


que determinar como le planteamos al señor fiscal qué hacer para despejar zonas grises, porque el 
ciudadano común advierte que la policía dice: "A mí el marco legal me parece insuficiente"; que desde el 
punto de vista judicial reclaman: "Yo no tengo suficiente prueba" y, a veces, desde el punto de vista 
parlamentario, según de quién se trate, se afirma: "Las leyes están vigentes; tienen que aplicarlas". Entonces, 
quizás, haya que ajustar alguna tipo de redacción, a fin de mejorar algo en concreto. Estamos dispuestos a 
hacerlo, pero nos parece de fundamental importancia aclarar las cosas, porque reitero que las versiones 
taquigráfica, que son públicas, son documentos que reflejan la opinión de cada quien. 


SEÑORA BOTTINO (Cecilia). Saludo a la delegación, con la que ya nos hemos visto por otros temas. Por lo 
menos en esta Legislatura hemos tenido trabajo abundante con respecto al Ministerio Público y Fiscal, y no 
sé si se va a terminar. 


Quiero dejar constancia como lo hice cuando vino el señor fiscal de Corte de que fijamos esta concurrencia 
a partir de una solicitud del diputado Ope Pasquet por un hecho puntual, que era el traslado de una fiscal. Nos 
parecía conveniente contextualizar la concurrencia del fiscal de Corte como de la Asociación en un tema que 
también nos preocupaba: la aplicación del nuevo Código del Proceso Penal. Nos preocupaba por la 
responsabilidad que tenemos, como legisladores, por una reforma que se realizó en la Legislatura pasada, que 
no se comenzó a implementar y que en esta Legislatura tuvimos que legislar en reiteradas oportunidades, 
inclusive, prorrogando su entrada en vigencia. Cuando hacíamos el análisis de esas leyes, fuimos dejando 
constancia de cuestiones que preocupaban a los legisladores de esta Comisión; inclusive, con respecto a 
algunas había unanimidad de todos los partidos políticos. También nos comprometimos a hacer una 
evaluación de las modificaciones que fuimos realizando a los efectos de ajustar una reforma que para 
nosotros también es clave. Sinceramente, adherimos fervientemente al sistema acusatorio. 


Por eso, en virtud de nuestra responsabilidad, entendimos pertinente comenzar cuanto antes a recibir a las 
delegaciones para hacer esa evaluación en forma conjunta e ir viendo qué modificaciones y ajustes es 
necesario introducir a una reforma imprescindible, que tiene mucho de cultural, que va a requerir un esfuerzo 
mayor de todos nosotros para comprenderla y también para explicarla, porque nuestra mayor preocupación es 
cómo estas reformas repercuten en lo justiciable y también en la ciudadanía. Por eso nos preocupaban lo 
dijimos en su momento algunas cuestiones que se estaban ventilando, mayormente a nivel de prensa y 
mediático. Eso nos sigue preocupando. 


La presidenta decía que los fiscales no están acostumbrados a la prensa, excepto el doctor Zubía 


Nosotros mirábamos qué era lo que había pasado anteriormente. Por ejemplo, en el año 1996, el fiscal de 
Corte, doctor Robatto, también hacía apreciaciones y consideró, por ejemplo, que en el caso del BPA, el 
fiscal Hugo Barrios se extralimitó; por ello, analizó sanciones y ordenó que se abstuviera de realizar 
declaraciones a la prensa. ¿Qué pasó? La asociación de magistrados se solidarizó con el doctor Barrios, 
reivindicando decían los magistrados la posibilidad de explicar públicamente sus decisiones. El fiscal volvió 
a discrepar todo eso lo tengo en la prensa que busqué oportunamente y, finalmente, el doctor Barrios fue 
sancionado por declaraciones hechas tras pronunciamientos sobre los procesamientos de Braga y Cambón, en 
aquel momento, y resultó trasladado, con la advertencia de que evitara situaciones similares. Eso fue en 1996. 


En el año 1997, el doctor Sanguinetti, presidente en aquel momento, retiene una decena de ascensos de 
fiscales por un año. Decían que era por si el doctor Miguel Langón era proclamado como fiscal de Corte. En 
esa oportunidad, la asociación de fiscales se expresó con respecto a las vacantes fiscales, sosteniendo que se 
estaba arriesgando un caos en la justicia penal, distorsionando los juicios y perjudicando a los usuarios. 


Luego, en el año 1997, el fiscal de Corte de aquel momento, doctor Peri Valdez, reclamó moderación en 
relaciones con la prensa y advirtió sobre el riesgo de confundir publicidad con espectacularidad o actividades 
propagandísticas. 


Podría seguir citando ejemplos. He notado que esta situación de tensión entre las asociaciones de magistrados 
públicos y los fiscales de Corte en lo que tiene que ver con cómo deben manejarse las declaraciones públicas, 
las decisiones y resoluciones no es nueva. 


Lógicamente, el doctor Zubía, que hace treinta y siete años está en la fiscalía, debe tener presente estas 
situaciones. Por supuesto, nos enteramos de la renuncia del doctor Zubía, que se hará efectiva en el mes de 
mayo, así como de las consideraciones con respecto a su posible carrera política. Es más, él manifestó que 


había tenido conversaciones con varios partidos políticos. Inclusive, anunció que, posiblemente, en la 
próxima legislatura podría estar de este lado del mostrador. 


SEÑOR ZUBÍA (Gustavo). No; esa última apreciación, no. 
SEÑORA BOTTINO (Cecilia). Podría ayudarnos a legislar mejor... 


En realidad, he notado que este relacionamiento de los fiscales con la prensa, las consideraciones que realizan 
y las manifestaciones que, a su vez, hacen las jerarquías, no es nuevo. Generalmente, se producen estas 
diferencias y se expresan a través de la prensa. 


En virtud de algunas de las apreciaciones realizadas, me sumo a la pregunta realizada por el señor diputado 
Mahía. 


La señora presidenta de la asociación se refirió a la preocupación de los fiscales del interior del país con 
respecto a su trabajo. Soy del interior, concretamente, de Paysandú. Conocemos esa preocupación. Sabemos 
que, generalmente, es más difícil aplicar las reformas en el interior. Es más, en algún momento se había 
manejado la posibilidad de que esta reforma se fuera instrumentando en forma parcial, territorialmente. 


En el interior del país también nosotros estamos más expuestos a responsabilidad porque estamos en contacto 
directo con la gente. Los vecinos de Paysandú saben que soy diputada y me ven permanentemente. También 
saben quiénes son los jueces y los fiscales. Nos conocemos; tenemos un contacto diario, permanente. 


Creo que lo que cambió a partir de la reforma es quién está en la palestra. En general, en materia penal, el 
que tenía que responder era el juez. Así se hacía ver. Ahora noto que se tiene más en cuenta a los fiscales por 
el nuevo rol que tuvieron que asumir. Sinceramente, creo que la transparencia y la necesidad de dar 
respuestas públicas hacen que la ciudadanía se sienta más cercana a un proceso penal, del cual estaba muy 
alejado. 


Todos nosotros tenemos una responsabilidad mayor de explicar la reforma que hicimos, desde el lugar que 
nos toca. En mi caso, como legisladora, también tengo la preocupación que ustedes manifiestan. 
Permanentemente se me pregunta qué legislé y qué vamos a legislar. También a los legisladores se nos 
interpela sobre esta reforma con respecto a la que hubo acuerdos políticos muy amplios y se nos exige. Está 
bien que así sea. Tenemos que dar respuestas. De manera que estoy hablando con conocimiento de causa. 


En su momento, ejercí la abogacía; ejercí el derecho penal. Siempre digo que fui una excluida; el sistema 
penal me expulsó. Sinceramente, como defensora, sentía que iba al juzgado penal a ver qué podía hacer en 
función de lo que se había publicado en el diario local ese día. Si el diario publicaba que la policía había 
detenido a Fulanito de Tal porque había hecho determinada cosa, ya quedaba marcado que debía ser 
procesado con prisión. Si eso no sucedía, al otro día la prensa informaba que la policía había detenido al 
delincuente, pero que la justicia lo había dejado libre. Se producía alarma pública en función de lo que la 
prensa escrita publicaba ese día. En el interior del país estamos expuestos a esa realidad. 


Creo que todos los actores tenemos que hacer un esfuerzo para explicar cuál fue el alcance de la reforma, las 
dificultades que ha presentado y cómo vamos a seguir trabajando. 


Por último, quiero mencionar que el fiscal de Corte hizo algunas propuestas de modificación. No sé si 
ustedes las pudieron analizar. Creo que hizo cuatro propuestas. A partir de la intervención del diputado 
Pasquet, retuve algunas cuestiones que me parecen clave. Una de ellas es la relación de los fiscales con la 
policía. Se decía que las potestades de la policía estaban establecidas, pero en realidad, daban lugar a una 
doble interpretación. Por lo tanto, tal vez sería necesario realizar algún ajuste desde el punto de vista 
legislativo. 


Otro de los temas mencionados, que me parece muy importante, es el que refiere al cumplimiento efectivo de 
la pena en el caso de procesos abreviados. Al respecto, se dijo que los jueces hacían una interpretación sobre 
si se podía o no pedir la libertad anticipada. 


Esas son las dos propuestas que recuerdo, pero me parece que se hicieron cuatro. Me gustaría saber si las 
tomaron en cuenta, si tienen alguna opinión al respecto, por lo menos primaria, porque creo que deberemos 


trabajar en ellas, si tienen conocimiento de que ya se esté trabajando en ese sentido y si han tenido 
posibilidad de participar en la consideración de esas modificaciones desde el inicio. 


SEÑOR COSSIA (Gastón). Aagradezco a la delegación que nos visita por la forma en la que nos han 
ilustrado sobre los graves problemas por los cuales está atravesando nuestro país en lo que refiere a la 
función de los fiscales. 


Se señalaron aspectos que me conmovieron. Quiero que quede constancia de esto en la versión taquigráfica. 
No es habitual que recibamos a una delegación y que quien la preside exprese las situaciones por las que se 
está atravesando en la forma que lo ha hecho, con lágrimas en los ojos. Hay distintas maneras de expresarse y 
de trasmitir una emoción o lo que estamos viviendo. Quizás, el fiscal Zubía tenga otra forma de expresar sus 
convicciones aquí ha sido remarcado , con más firmeza, con más vehemencia. Quiero destacar la sinceridad 
de la presidenta de la Asociación y la forma en la cual nos ha trasmitido la situación. Hay lenguaje oral, hay 
lenguaje corporal; hay emociones, que de alguna manera tenemos que poner en negro sobre blanco. 


Estoy muy conmovido y muy agradecido a la labor de los fiscales; estoy muy agradecido de que hayan 
trabajado esas veinticuatro horas, de que se hayan dedicado con ese esfuerzo enorme. Para cualquier 
trabajador uruguayo representa un esfuerzo enorme ese exceso de labor, más aún para quienes tienen tantas 
responsabilidades a su cargo. 


En nombre de lo que podamos representar nosotros, como legisladores, quiero hacer extensivo un 
reconocimiento a ese esfuerzo y asumir los errores que corresponda. A mí me tocó votar la reforma del 
Código del Proceso Penal. Soy legislador suplente, pero el día que se aprobó estaba integrando la Cámara. 
Quizás no conocíamos estas graves implicancias que tenía lo que estábamos votando, desde el punto de vista 
de su implementación. 


Creo que aquí hay un primer gran acuerdo entre nosotros, en lo que refiere a facilitar lo que implique dotar de 
recursos, vía rendición de cuentas, de manera de dar mayor apoyo a su labor. 


Me preocupan, sobre todo, los temas que hacen al relacionamiento en cuanto a la gestión que se debe hacer 
de los procesos, que excede lo monetario o lo presupuestal. Creo que tenemos que hacer un esfuerzo al 
respecto. 


Tomo de muy buena gana la voluntad que se ha expresado de parte de todos los que estamos acá, cada uno 
desde su lugar, de hacer el mayor de los aportes para que haya ámbitos de participación y de negociación. 
Hemos participado en muchas implementaciones de sistemas nuevos en el ámbito público y privado. Me 
extraña mucho que en este caso no haya ámbitos de cogestión, coparticipación o de compromiso conjunto 
entre los representantes gremiales y la autoridad jerárquica, es decir, comisiones de implementación, como 
las que se estila en organismos o sistemas complejos, integradas por representantes del jerarca o de la 
autoridad administrativa y de los funcionarios agremiados o de quienes estén a cargo de llevar adelante esa 
representación. Escuché que la presidenta de la asociación decía que había ido a hablar con el secretario y 
que estaba esperando qué iba a pasar. Me llamó mucho la atención esa vía de comunicación. Quizás, desde 
aquí podemos hacer un aporte, en el sentido de favorecer o facilitar esos espacios, que creo son elementales 
en la implementación de cualquier sistema. No voy a entrar en detalles, pero entiendo que esto debe estar en 
la primera línea de trabajo de cualquier modelo de gestión. 


Quiero referirme a otro tema. Muchas veces, recibimos asociaciones de profesionales que nos plantean la 
parte gremial, de defensa de los intereses colectivos. En este caso, hay algo más. Aquí hay una defensa 
deontológica de la profesión; hay aspectos éticos que hacen al ejercicio de la labor del fiscal. Nuestro país no 
tiene instrumentada una ley de colegiación nacional para todas las profesiones. En este caso, no solo hemos 
recibido un planteo gremial, que hace a la defensa de intereses de los trabajadores, sino que aquí ha sido de 
recibo un planteo deontológico, de aspectos éticos que hacen a la función del fiscal. Considero que ese es el 
tema más importante que se ha puesto sobre la mesa. Creo que vamos a tener muchos deberes para procesar, 
de manera que la labor del fiscal se trasmita a la sociedad de otra manera. Aquí ha quedado claro el 
compromiso; por algo lo hemos agradecido, pero necesitamos algo más. Necesitamos que la sociedad sienta 
que se está trabajando a gusto, con todas las condiciones que se requieren. Es necesario que les llegue esa 
imagen para que se revierta la sensación de inseguridad que hay en la gente. Sobre todo, necesitamos 
canalizar las vías de comunicación, de diálogo, porque en ello va muchísimo la solución de estos problemas. 


SEÑOR PRESIDENTE. No voy a reiterar los conceptos que se han expresado en forma generalizada por 
parte de los integrantes de la Comisión casi sin excepción. Adhiero al nuevo modelo procesal penal, al 
modelo acusatorio y, por lo tanto, expreso mi compromiso con su implementación. Ahí sí me sumo a todo lo 
que han expresado los legisladores que me precedieron en el uso de la palabra. 


Voy a agregar dos preguntas. La primera tiene que ver con un tema que introdujo el señor diputado Pasquet. 
Me refiero a las instrucciones generales que, efectivamente, son siete, por lo menos, de acuerdo con lo que 
nos trasmitió el señor fiscal de Corte en oportunidad de su comparecencia. Me gustaría conocer dos o tres 
aspectos. Uno de ellos tiene que ver con el procedimiento, con lo que ha ocurrido a nivel del Consejo 
Honorario de Instrucciones Generales que la asociación de fiscales integra, es decir, cómo se ha integrado, 
cómo se ha conformado, cómo ha sido la experiencia de ustedes allí, cómo ha sido su representación en 
términos de quién representó a la asociación y cómo fueron sucediéndose las distintas representaciones de la 
sociedad civil. Estaba previsto que esas representaciones se fueran dando de manera alternada entre las 
distintas organizaciones sociales. Me interesa conocer también la vinculación de esas instrucciones con dos 
aspectos que han estado en discusión. Uno de ellos es la asignación de casos, dado que se supone que alguna 
de estas instrucciones generales está referida a ese aspecto, según lo dijo el fiscal de Corte. Me gustaría que 
se aclarara esto y en qué medida de allí surgieron los criterios, o bien el de la aleatoriedad, o bien el de la 
flexibilización de la aleatoriedad, en función de lo que se invocó en la famosa Resolución N* 851, que es el 
dinamismo desde el punto de vista de la administración del servicio. Entonces, quisiera saber, por lo menos 
desde su óptica, cómo es la relación entre la instrucción general respectiva y este asunto vinculado con la 
asignación. 


El otro tema tiene que ver con la situación de carácter gremial, porque hoy está compareciendo aquí un 
gremio. Desde el punto de vista gremial, la asociación de fiscales representa al conjunto de los fiscales, por lo 
menos, de los afiliados a ella. 


Más allá de que es notorio que desde el punto de vista ontológico no deontológico, como dijo el diputado 
Cossia , desde el punto de vista de la naturaleza de las cosas, asistimos a una situación conflictiva estamos 
ante una situación de diferencias o discrepancias entre la superioridad o el director del servicio y los 
funcionarios técnicos, los funcionarios fiscales , me interesa saber si desde el punto de vista gremial o 
sindical estamos técnicamente frente a una situación de conflicto declarado o de preconflicto, si hay alguna 
instancia en marcha o pendiente en al ámbito del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, porque sé que se 
cumplió alguna instancia anterior, que desconozco si está cerrada o sigue abierta. 


Asimismo, me interesa muy particularmente algo que el señor fiscal de Corte mencionó en su comparecencia. 
Me refiero a la creación de una comisión bipartita. Según nos dijo, la asociación había resuelto no participar 
o, por lo menos, hasta ahora no había comunicado su interés o voluntad de integrarla. No me quedó claro si 
es una comisión bipartita para conversar o negociar las condiciones de trabajo en general, si es 
exclusivamente para la preparación de la propuesta presupuestal o ambas cosas. Me gustaría saber cuál ha 
sido la actitud y la posición de la asociación de fiscales al respecto. 


SEÑOR ZUBÍA (Gustavo). Comienzo con las preguntas personales que, de alguna forma, son las que 
siempre afectan más intensamente. 


La primera de ellas, no tan personal, refiere a lo manifestado por la doctora Marquisá en cuanto a la 
asignación de casos y criterios; creo que esto responde también la pregunta del señor presidente. Cuando se 
pregunta sobre los criterios de asignación, entran en juego una serie de temas vinculados a priorización, 
complementación, depuración, sustantividad. Esos conceptos son tan amplios, que sería como hablar de 
criterios de buena fe, dedicación al servicio, eficiencia, es decir, criterios que no bajan al plano concreto. Son 
muy atendibles, pero tienen un marco muy general, inclusive, en las instrucciones generales. Lo que baja a 
tierra, lo que hace contacto con tierra son las resoluciones N* 850 y N* 851. Dice que se van a aplicar todos 
estos criterios de priorización, necesidad del servicio, recarga de trabajo, depuración, pero el toque con tierra 
es que no existe el criterio concreto de asignación, más allá de la implementación general de esos buenos 
criterios generales. En el sistema judicial, más allá de los buenos criterios generales, hay una ORDA y una 
OPEC que, aleatoriamente distribuyen los asuntos. Creemos que sería muy bueno, por la cristalinidad del 
sistema, operar sobre ellos. 


La doctora Marquisá hizo referencia a treinta criterios complementarios, sobre todo para el interior, pero 
creemos que pasa por la asignación directa. Me dirán: "Es en función de no recargar el trabajo". Hablemos 


bien clarito: la recarga de trabajo puede ser un buen elemento a considerar, pero al momento de entregar el 
expediente, el caso va a Fulano de Tal y, a nuestro juicio no sé qué piensan ustedes como legisladores , eso 
tiene sus problemas. 


El segundo tema es el miedo de los fiscales. Zubía habla utilizo esa tercera persona tan repugnante y 
vanidosa y otros fiscales lloran. Y bueno, señores legisladores: es propio de la naturaleza humana. Algunos 
fiscales tenemos treinta y siete años arriba del lomo y criticamos al doctor Peri y a otros fiscales en la cara y 
en la prensa; así le fue al doctor Peri ¿o no fue así? Zubía puede hablar porque tiene un peso histórico de 
viejo, de cierta facilidad en algunos tópicos. Otros fiscales lloran, y créanme, señores diputados, que nosotros 
hemos observado a fiscales jóvenes y con relaciones de familia muy intensas, que lloran. 


Hoy señalé que el doctor Chiecchi fue incinerado públicamente. Nos refería, inclusive, un cambio de tipo de 
vida y las consultas que tuvo que hacer a partir de un acto que no se conocía en la historia de la Fiscalía no 
lo hizo Peri ni Robatto , como lo que se manifestó en televisión, en horario central, respecto de su persona. Si 
es necesario, lo reproduzco, pero creo que todos hemos tenido conocimiento de lo que pasó. Pero no 
solamente sucedió esto con el doctor Chiecchi. El señor fiscal de Corte ha emitido mails o tuites 
referenciados directamente a casos que estaban siendo tratados por fiscales en el interior de la República. 


El mismo día en que una fiscal vamos a dejar de lado su nombre, porque todos lo conocemos del norte del 
país pidió un procesamiento con prisión, el señor fiscal de Corte salió a decir algo que es por todos conocido. 
Cuando se dice algo que es por todos conocido, la intencionalidad no es ilustrar; a juicio de esta asociación, 
fue incidir. Cuando se expresa: "La buena fe es un principio que debe regir las relaciones humanas", se está 
diciendo algo de Perogrullo, pero cuando se afirma que la prisión preventiva es la última de las ratio y bla, 
bla, bla, al tiempo que una fiscal hubo pedido prisión preventiva en el caso sonado de una médica, que 
acarreó reacciones de gremios importantes en el interior de la República y cuyo abogado patrocinante tenía 
vinculaciones porque retuiteó inmediatamente lo que decía el fiscal de Corte , se está usando un mecanismo 
que pone a algunos fiscales cada uno tiene el cuero en la medida en que lo diseñó la naturaleza en una 
situación nada agradable. Mi jefe, por tuit, está diciendo, indirectamente, que lo que yo estoy haciendo no es 
correcto. 


No es el único tuit. En el caso del periodista Pereyra, un caso de la ley de prensa, que llevó a cabo el doctor 
Perciballe lo nombro porque es un fiscal ya viejo y con trayectoria en Montevideo hubo tuites del señor 
fiscal de Corte referenciando los principios y los lineamientos del Estado uruguayo en materia de libertad de 
expresión, etcétera. No ilustró a nadie, pero perdónenme la expresión un poco dura quiso bajar línea. 
Cuando hablamos de miedo de los fiscales es porque puede haber algunos que tengan mayor sensibilidad y se 
vean afectados. 


Me queda el caso de la doctora María del Huerto Martínez, cuando no solicitó un procesamiento y fue 
públicamente intimada a modificar criterios en un determinado plazo. Después, el fiscal de Corte, a partir de 
una visita que le hizo esta asociación, modificó su criterio. 


Señores legisladores: yo también tengo un límite en lo que puedo decir, pero como botones a tomar en 
cuenta, creo que estos cuatro que mencioné son suficientes. Puede haber otros; lo que pasa es que debo tener 
los marcos probatorios suficientes, pero estoy tirando cuatro que están grabados en el éter. En su momento, lo 
del doctor Chiecchi motivó una reacción de la asociación muy violenta, porque marca línea que un fiscal sea 
denostado públicamente. 


Sigo rapidito: en enero, Zubía no utiliza el Sippau ni la tablet. Simplemente, leo lo que dicen el 27 de 
noviembre, los compañeros, a fojas 5, en el largo repartido que les enviamos: "La tablet no permite impresión 
fuera de la sede fiscal, entorpeciendo notoriamente el libramiento de órdenes o solicitudes de urgencia y 
debiendo el fiscal concurrir a su despacho a trabajar en su PC. Todo ello dada la carencia de interconexión 
con el PJ que obliga [...]". 


Esto no lo prefabriqué, sino que se dio con anterioridad a los eventos en los que estuve involucrado. 


El documento sigue: "Es necesario adicionalmente contar con un eficiente motor de búsqueda, que permita 
ubicar casos (cualquiera sea su estado y ubicación) con cualquiera de los datos que puedan referir al mismo. 
Existe una gran pérdida de tiempo en tareas de localización de casos, lo cual obliga en muchos casos a tener 
que contar con engorrosos listados en papel para agilitar [...]". 


Reitero lo que dije anteriormente: con una Glock de la cual no sale el disparo cuando aprieto el gatillo, no 
trabajo. Al fiscal de Corte se lo dije en la investigación administrativa que se me realizó, quizás como 
mecanismo de presión. Lo que pasa es que Zubía tiene el cuero más duro y no le importa que lo investiguen 
ni le hagan un sumario administrativo; el señor fiscal de Corte tiene tiempo de hacérmelo hasta el 1? de 
mayo, porque todavía estoy dependiendo de su jerarquía. 


Antes de lo que sucedió conmigo, ciento dieciséis compañeros del interior afirmaban que la tablet entorpece 
notoriamente el libramiento, etcétera. Yo no uso lo que me entorpece; prefiero la media hora en vehículo, a 
alta velocidad por los accesos a Montevideo, que pude desarrollar aquel sábado, a empezar a teclear con un 
sistema que, repito, centenares de compañeros dicen que no funciona. 


En referencia a lo que decía la señora diputada Bottino, el señor fiscal de Corte ha dicho que, en la prensa, los 
fiscales se expresan abiertamente. Es cierto, pero eso no quita que algunos fiscales tengan capacidad de 
expresarse más abiertamente que otros y que haya compañeros que vienen a la asociación a contar sus cuitas, 
siendo nosotros los que, luego, tenemos que salir a darles publicidad. No voy a esconder a todos algo que es 
evidente: yo hablo también como vicepresidente de la asociación. Eso me da una posibilidad de expresión 
mucho mayor que la de otros compañeros que, repito, pueden sentir temor. 


Otra referencia: se han cambiado los jueces por los fiscales en la crítica. Es cierto que, antiguamente, los 
jueces tomaban las decisiones más urticantes. Sin perjuicio de ello, antes, los jueces tenían una capacidad de 
decisión mucho mayor que la que tenemos nosotros en este momento y cuando tomaban una decisión, en 
general, tenían todas las cartas arriba de la mesa. Nosotros estamos trabajando con cuarenta kilos en cada 
pierna. La metáfora es cierta. Yo tengo que hacer una diligencia de reconocimiento en el juzgado, necesito 
cuatro sospechados para poner en ronda, uno de ellos es el eventual indagado, y no tengo implementación 
que me facture esa posibilidad. Tengo que andar suplicando a la policía; la palabra no es pedir, sino suplicar. 


La prensa crucifica. A veces, la alarma pública es invocada, como decía la diputada, a los efectos de hacer un 
juicio previo al juicio real que se debe realizar. Sin perjuicio de ello, y no es para tirar más arena arriba de los 
temas que nos ocupan, si en algo hemos concordado con el doctor Díaz no sé por qué en eso estamos de 
acuerdo es en que el fiscal debe utilizar la prensa. El fiscal debe manifestar a su clientela, que es la opinión 
pública, cuál es su posición. Entonces, si como fiscal me manifiesto sobre un caso, lo hago no solamente con 
la intencionalidad llamada Zubía, sino con el aval directo de mi jerarca, el doctor Díaz, con el que incluso 
hicimos cursos. Lamentablemente, no hicimos cursos sobre el sistema informático, pero hicimos cursos de 
dicción acerca de cómo presentarse ante la prensa. A mí no me dejaron pasar adelante en este curso porque 
dieron por descontado que ya tenía algunas asignaturas aprobadas. No sé si es tan así, porque el doctor Díaz, 
como jerarca, habla muy bien ante la prensa y cuando los dos estuvimos en Maldonado, trabajando juntos, 
hicimos expresiones en conjunto muy interesantes. 


Por último, el temor no puede ser evaluado objetivamente. Es una sensación muy personal que se da en 
muchos fiscales y tomen en cuenta, señores legisladores, que hay gestiones que tienen más intensidad que 
otras. No les niego que en el caso del doctor Peri sucedió algo parecido, y tuvo el mismo devenir. Yo estuve 
al firme con la implementación que el doctor Peri quiso realizar. Ustedes recordarán que implementó un 
acusatorio a medias y luego, por vía indirecta, estuvo tratando de llegar a un mayor nivel de garantías para 
los justiciables. Muchos de nosotros lo apoyamos en un cien por ciento. Sucede que no sé que tiene ese sillón 
de la Fiscalía de Corte que provoca divisiones con los que apoyamos abiertamente a quienes quieren 
provocar innovaciones. 


Termino con una sola frase; lo que pasa es que es difícil que me tiren varias piñas y no reaccionar. Por 
supuesto que los cambios generan problemas, pero una cosa son los cambios racionales en una mudanza, 
donde las personas no se llegan a pelear al momento de cargar los muebles, y otra cosa las situaciones 
irracionales, en que las personas se pasan facturas múltiples, de lo cual ustedes están siendo testigos. Yo creo 
que no es el clima adecuado para hacer la implementación del nuevo código. ¿Le corresponde a la asociación 
la responsabilidad? Quizás tengamos alguna. ¿Le corresponde al señor fiscal de Corte, que es el director de la 
mudanza, alguna responsabilidad? Recuerdo una sola anécdota. El doctor Díaz, en tono de chanza, me dijo 
particularmente: "El curso de diplomacia lo hice por la Pitman". Eso, obviamente, indica una autocrítica muy 
eficiente del doctor en cuanto a su forma de relacionarse; el problema es, como yo le decía: "Tendrías que 
haber concurrido personalmente". Porque para dirigir una institución como el ministerio público, con fiscales 
que se las traen porque nosotros, tan mansitos que parecemos, nos las traemos, porque estamos 


acostumbrados a pelear; nosotros somos gladiadores en el sistema judicial, y hoy estamos en la situación de 
pelear contra leones , es necesario tener una carpeta, una inteligencia emocional para tratar a sus subalternos 
que, lamentablemente, no existió. 


SEÑORA PUPPO (Brenda). Voy a empezar por responder al señor diputado Pasquet. 


Tal vez no fui clara cuando expliqué cómo es la asignación de casos por parte de la DPA, poniendo un 
ejemplo que me pasó. No es que se saca el caso a un fiscal y se da a otro. En esa oficina que llamamos DPA 
de depuración y priorización, integrada por diez abogados se leen todas las denuncias que vienen de las 
diferentes seccionales de todo el país. De acuerdo con las posibilidades que hay de que la investigación 
resulte exitosa, califican la prioridad como alta, baja o media. La prioridad alta corresponde cuando existen 
grandes chances de que se formalice la acusación; si establece una prioridad baja, es porque no hay nada. 


Además, esa oficina deriva a los fiscales de flagrancia y a los fiscales especializados las denuncias que 
aparecen en la pantalla, por carga de trabajo. Ellos miran las bandejas de los diferentes fiscales y ven cuántos 
casos tiene cada uno. Ven que uno tiene ochocientos casos y otro quinientos; entonces se lo dan al que tienen 
menos. Es así: de acuerdo con la carga de trabajo. Los homicidios, por ejemplo, van a los especializados. 


¿Qué pasa? Cuando entro a la ventana de los casos nuevos, empiezo a bajarlos. Muchas veces me ha pasado 
que veo en el oficio policial: "Fulanito de Tal le pidió a la policía declaración del denunciante". Otro fiscal 
dio órdenes; entonces, como uno de los criterios de la resolución es tener conocimiento de los antecedentes 
del caso, muchas veces he ido a la oficina con el papelito a decir: "Esto no me corresponde, porque ya 
intervino Fulanito de Tal: ya dio órdenes, pidió determinadas medidas a la policía; dáselo a él" 


En realidad, es a instancia de uno, cuando se da cuenta de que intervino otro fiscal en la instrucción primaria, 
en el momento en el que la policía lo llamó. La policía escribe en la resolución todo lo que nosotros le 
decimos por teléfono. En esos casos, considero que no debo intervenir, porque si ya actuó Fulanito, que siga 
investigando el caso. No es que la DPA me da a mí el caso y se lo saca a otro. Eso nunca me ha pasado. 


El fiscal de Corte se refirió a un caso especial que pasó con respecto a una denuncia efectuada por amenazas 
y que fue seguido por la doctora Ferrero, especializada en drogas. ¿Qué pasó? En noviembre y en diciembre, 
para que nosotros pudiéramos descansar los domingos, ese día hacían los turnos los fiscales especializados, 
aleatoriamente. Cuando cayó la amenaza por teléfono, estaba de turno esa noche yo estuve de turno la noche 
del sábado anterior; no me tocó a mí, por suerte un fiscal de flagrancia y siguió con la investigación; no sé 
qué fue lo que pidió. A las ocho de la mañana del domingo, entró la doctora Ferrero y siguió entendiendo en 
el caso. Yo no digo si estuvo mal o bien, sino qué tendría que haber pasado de acuerdo con las resoluciones 
que tenemos. Cuando la doctora Ferrero terminó su turno, a las ocho de la noche de ese domingo, debió haber 
liberado ese caso y pasarlo al fiscal de turno del sábado de noche, que fue el que inicialmente entendió en el 
caso, el primero que recibió la noticia criminal, el que recibió la denuncia de amenaza. Así lo interpreto yo, 
pero la doctora Ferrero no lo envió a la DPA; cuando decimos "enviar a la DPA"” es liberar el caso de la 
bandeja. Ella siguió con el caso. Yo no me enteré hasta que se formalizó. No entendíamos muy bien por qué 
ella iba a la audiencia de formalización, cuando nos parecía que no era la competente. 


Eso es lo que nosotros cuestionamos a veces, y que se cuestionó en este caso en la Fiscalía. De acuerdo con 
la versión taquigráfica que pudimos leer, la doctora Marquisá habla de coherencia. Yo estoy de acuerdo con 
que es necesario que haya coherencia en la investigación, pero eso no se corresponde con las pautas que están 
en las resoluciones. Supuestamente, las resoluciones son criterios objetivos, no subjetivos. Eso es lo que 
siempre se nos explicó. Las resoluciones N* 850 y N* 851 hacen referencia a criterios objetivos. Yo no tengo 
conocimiento de criterios subjetivos, y no corresponderían. Digo eso porque, lamentablemente, discrepo con 
la doctora Marquisá. 


En aquella situación había una mezcolanza de turnos, porque los domingos intervenían las especializadas y el 
lunes empezaba una flagrancia. Ahora, eso está más ordenadito, porque toda la semana estamos los fiscales 
de flagrancia y los turnos son de los fiscales de flagrancia, salvo las materias especializadas, de las que se 
ocupan los fiscales especializados. Sinceramente, en noviembre y diciembre hubo un lío bárbaro. 


Entiendo, como dice el diputado Mahía, que toda reforma tiene sus inconvenientes. Claro que es así, porque 
es una reforma muy grande e implica un cambio cultural, inclusive para nosotros. 


Hace un rato dije que nos mandaban a la guerra con un escarbadientes, porque quince días antes de empezar 
con la aplicación del código se nos dieron clases sobre el Sippau. No les puedo explicar lo que fueron esas 
clases. Cuando le preguntábamos al muchacho: "¿Qué hacemos si pasa esto?". "Eso se está arreglando". "¿Y 
si pasa esto?". "Eso también". 


Nos daba la sensación de que el sistema no estaba testeado. Se nos había llenado la cabeza con que el sistema 
informático era muy importante en el nuevo procedimiento, porque todo iba a ser por sistema. Ahora, a veces 
no podemos ver las pericias en el sistema porque el archivo es tan grande que no se puede abrir y tengo que 
pedir a la vieja usanza; lamentablemente, soy veterana a la policía que por favor que me lo envíe en sobre 
cerrado en formato papel porque no lo puedo abrir. De esto también está en conocimiento implementación 
porque para todo mando cartas y comunico todo lo que pasa. Entonces, no es que todo funciona por sistema; 
por lo menos yo, sigo con el formato papel en sobre cerrado porque no lo puedo abrir. A eso me referí cuando 
dije esa expresión. Entiendo que iba a haber inconvenientes pues no todo iba a ser color de rosas pues todo 
cambio implica problemática. Lo que sucede es que ya llevamos cinco meses y la cosa sigue complicada 
aunque hemos mejorado un poco pues conseguimos la vieja aspiración de hacer un turno por semana, a la 
vieja usanza, y un fiscal por zona. No sé por qué se quiso cambiar tanto la estructura anterior y por qué no 
seguimos el modelo judicial que consistía en un juez por turno con la zona única, y un fiscal por turno toda la 
semana. Esto hubiera sido mucho más sencillo, por lo menos desde el principio, y no hacer eso de un día o 
dos días, aquel lío que hicieron de las doce horas. 


Conseguimos eso pero, como dije hace un rato, tenemos una sobrecarga importante de competencias porque 
se saca de un lado y se pone en otro ya que, como siempre, no somos suficientes. No sé si quedó claro lo que 
refiere a la asignación de casos. Es muy complicado el funcionamiento de la DPA. La instrucción general 
habla de depuración y priorización. La priorización la acabo de explicar y la depuración significa que se 
depura por importancia del caso. 


La instrucción general se refiere solamente a eso; no habla de los criterios de distribución, que están en las 
resoluciones que son las que debemos aplicar y de las que ya hablamos. Esa instrucción habla en términos 
generales de cómo va a funcionar la oficina, cómo está integrada y todo lo que hace para depurar y priorizar. 


En cuanto al diligenciamiento de la prueba para el juicio oral, la policía es bárbara; nos responde. Yo tengo 
un buen relacionamiento con la policía; todos tenemos un buen relacionamiento con ella. Lo que sucede es 
que todo lo tenemos que hacer nosotros. Como dije alguna vez cuando hablé por radio, no tengo una oficina 
judicial atrás; soy yo la oficina judicial. Antes del 1* de noviembre, nosotros y muchos fiscales pedimos un 
técnico por fiscalía. Solicitamos un técnico que sea abogado y que sepa de derecho y de funcionamiento 
procesal para poder pedirle que llame a la policía para reclamar tal cosa. Eso no lo tenemos y, en este 
momento, que estoy abocada a preparar un juicio oral, soy la que pide la prueba a la policía. Yo cito a las 
víctimas, a la policía científica, a los testigos, hablo con la policía para que busque a un testigo que no 
aparece. Son todos problemas que se plantean, y transcurren los meses. Esta semana estoy de turno y este 
caso tengo que dejarlo de lado porque no tengo tiempo, y luego tendré que volver a empezar a trabajar sobre 
él. Como dije, todo lo hago yo y no puedo pedir a los funcionarios administrativos que son divinos, que 
tienen muy buena onda y disposición para hacer las cosas que llamen a la víctima y le expliquen tal o cual 
cosa. La explicación se la tengo que dar yo porque soy la fiscal. No tengo a alguien que le pueda dar una 
explicación jurídica a la víctima de lo que va a pasar en la audiencia; lo tengo que hacer yo. 


Entonces, en cuanto al diligenciamiento de pruebas, la policía hace todo lo que le pido, pero se lo tengo que 
pedir yo, aclarar y, a veces, repetir porque el agente no está de turno, está en la casa y tengo que llamarlo. 
Son todos inconvenientes de práctica que se van solucionando. Reitero que el problema que tengo es que el 
diligenciamiento lo hago yo; yo se lo solicito a la policía. Tampoco tenemos inconvenientes con la policía 
con los allanamientos, pero sí tuvimos otros. 


Últimamente, la policía está llevando cadetes a la calle que está empezando a trabajar y, a veces, hacen 
detenciones que no corresponden porque no saben; en ocasiones, hay que hacer cese de detención porque no 
corresponde. Ellos entienden y tienen muy claro cuáles son los objetivos del nuevo código: no se puede 
detener a cualquiera, si no es in fraganti delito o inmediatamente después. Creo que nadie tiene problemas en 
cuanto al trato con la policía. 


Lo que dijo el fiscal de Corte de que a veces la policía dice que nosotros no investigamos hasta que la policía 
nos da una orden, sucede. En esa cantidad de denuncias que tenemos en la bandeja, muchas veces están sin 


hacer nada por orden nuestra. Me pasó con filmaciones. Cuando el denunciante me dice que en el lugar que 
le robaron hay una cámara de Avaru, hasta que no la pido, la policía no lo hace; siempre requiere de nuestra 
conformidad, como se hacía a la vieja usanza. Es como el levantamiento de escena en accidentes leves: ellos 
dicen que su superior les pide una resolución judicial; ahora esas resoluciones las hacemos nosotros. 
Entonces, si choca una bicicleta con un árbol o un auto con una moto y no hay nadie, y uno se raspó la 
rodilla, me llaman para preguntar si levantan la escena, a lo que yo les respondo que sí, que la levanten. Son 
cosas que pueden hacer ellos. La policía nos ha llamado para unificar criterios y me pregunta si quiero que 
me llamen, a lo que le digo que no y le explico. Es todo un cambio, y estas cosas se irán aceitando. En eso yo 
soy optimista; se va a ir aceitando el relacionamiento con la policía. 


SEÑOR ZUBÍA (Gustavo). Tengo algún matiz con la doctora Puppo. La policía no ha recibido cursos. Los 
instructores de la policía somos nosotros. En este poquito rato que hace que estamos hablando los 
legisladores pueden ver perfiles. Cuando empecé a tener dificultades con la policía para saber cómo detienen, 
si lo hacen o no, para comprender si es o no flagrancia por ejemplo, una persona decía a un policía que subía 
al ómnibus que un punga le acababa de robar , yo me ofrecí voluntariamente para dar una charla de dos horas 
a la zona III; esto lo hice en marzo. Cuando llego a dicha zona y pregunto quién les había dado alguna charla, 
qué otro fiscal había estado por allí, me respondieron que ningún otro fiscal estuvo por ahí. ¡Ningún fiscal 
había ido a zona III! Habían recibido charlas de otros funcionarios policiales que se suponía tendrían 
experticia en el nuevo código. 


Yo soy muy franco, tengo excelente relacionamiento con la policía, pero no creo que otros funcionarios 
policiales pudieran tener experticia en este nuevo código cuando nosotros, los fiscales, andamos con 
problemas para comprender a cabalidad todos sus detalles. No existió esa complementación básica con la 
policía, que tendría que haber comenzado en setiembre de 2017. 


La doctora Puppo recuerda que se impartió más de una clase del sistema informático; yo recuerdo solo una 
clase teórica y hasta quién nos la dio. Las preguntas eran de todo tipo y color y las respuestas evasivas porque 
no se pueden dictar clases teóricas de un sistema informático. Se dictaron clases teóricas de un sistema 
informático sin clases prácticas, a pesar de todas las manifestaciones del fiscal de Corte en cuanto a mi 
incapacidad por la edad para manejar estos sistemas. 


Tampoco hubo contacto de la policía desde el punto de vista oficial de la jerarquía, de la Fiscalía de Corte, 
que enviara fiscales para varias zonas de Montevideo. Desconozco otras zonas; estoy hablando de la zona III. 
Esta zona es roja y no hubo contactos previos de la fiscalía con la policía. ¡Claro que la policía tiene un corso 
a contramano! Porque hay un cambio de mentalidad que deben aplicar en la calle. Hay problemas enormes 
más allá de la buena voluntad de la policía. 


SEÑORA PUPPO (Brenda). En cuanto a la pregunta del diputado Pasquet en relación a los juicios 
abreviados o posibilidad de procesos extraordinarios, este es un tema filosófico. A mí no me gusta el juicio 
abreviado porque ahí lo que estamos haciendo es negociar la pena; es la realidad. 


Si tenemos un delito de rapiña, estamos tironeando con la defensa en cuanto a los años en prisión. Si decimos 
que corresponderían cuatro años, la defensa dice que no. Lamentablemente, la negociación es así: uno pierde, 
otro gana; es un tire y afloje. En realidad, intentamos ir lo menos posible a juicios orales, como ya dije, 
porque nos llenaríamos de juicios orales. Cuando se discutió el instituto del juicio abreviado, algunos 
plantearon su inconstitucionalidad; no lo recuerdo bien. La realidad es esa. 


Me gusta más lo planteado por el diputado Pasquet, en relación al proceso extraordinario, porque esto de 
estar negociando con la defensa, es difícil pues a veces se pone bastante insoportable. Partimos de la base de 
que el hombre reconoció los hechos; en el juicio abreviado el imputado reconoció la comisión de un delito de 
rapiña. Pero como la ley habla de la tercera parte de la pena, tenemos que aplicar la ley y disminuirla. No me 
ha pasado de modificar la calificación, pero se puede modificar y poner un delito menor. Yo no lo he hecho, 
pero se puede hacer. 


El juicio abreviado es espinoso. Es lo que tenemos y estamos aplicando la norma del código; tal vez, habría 
que reverla. Esa es la realidad. 


SEÑOR ZUBÍA (Gustavo). Lo planteó el fiscal de Corte y creo que es atinado en algo estamos de acuerdo 
con él : hoy tenemos un sistema, que es el proceso abreviado, y la persona resulta penada. Cualquier penado 


puede solicitar la libertad anticipada. Entonces, después de que trabajamos esto como decía la doctora 
Puppo, es muy engorroso y tensionante, porque nuestra determinación es retroceder y nos enfrentamos con el 
tigre, o avanzamos y está el precipicio; retrocedemos y disminuimos nuestra capacidad para regatear con la 
defensa o nos lanzamos al precipicio, que es el juicio oral, que es muy complejo , nos aplican la libertad 
anticipada, que es de orden público. Entonces, transamos con el individuo, pero después viene la solicitud de 
libertad anticipada y el juez se la puede dar. Muchos jueces ya han anunciado que son afectos a utilizar la 
libertad anticipada, aunque haya habido proceso abreviado. 


Así que en eso que planteó el fiscal de Corte para que vean que no estamos en un todo en desacuerdo 
estamos en un ciento por ciento de acuerdo. Habrá que estudiar su constitucionalidad, pero de lo contrario, el 
sistema se cae. En eso estamos en un todo de acuerdo con el fiscal de Corte, como lo estuvimos cuando hubo 
que derogar la libertad condicional, aquella vieja libertad condicional que era una vergúenza. Así como la 
defensa tenía problemas, también tenía aquella ventaja terrible de la libertad condicional. Sin duda, hay que 
legislar, porque donde empiecen a caer las libertades anticipadas en los procesos abreviados, todo el sistema 
colapsa. Entonces, las defensas ni siquiera van a querer transar con nosotros en los procesos abreviados y 
todo el mundo va a querer ir a juicio. Así es que vamos a tener una recarga de juicios que nadie quiere ni 
puede sostener. 


En relación a las instituciones generales, si violan o no la independencia técnica, y vinculado a cómo se 
gestan, existe un consejo consultivo en el cual la asociación de fiscales ha perdido sistemáticamente todas las 
propuestas planteadas. Reitero que ha perdido sistemáticamente todas las propuestas planteadas en contra de 
la orientación general que, por supuesto, emana de la Fiscalía General. Ese consejo consultivo fue bien 
recibido en su momento, pero su integración, no sé por qué motivo casual o circunstancia, ha llevado a que 
nosotros no tengamos posibilidad de que prospere algún tipo de apreciación contraria a la forma como baja la 
instrucción general. Quizás hemos pecado de no haber pedido que quedara asentado en actas, porque hubo 
versiones en cuanto a que la asociación de fiscales entregó de pies y manos caros principios a la 
institucionalidad jerárquica, y no ha sido así. Ha habido largas disputas que, en atención del horario, llevaron 
más de una hora de discusión , fueron zanjadas porque el señor fiscal de Corte lo sometía a votación, y 
perdíamos en forma sistemática. 


También dijimos al pasar que una compañera hizo el cálculo en cuanto a que en los últimos meses 
hubiésemos tenido que leer más de mil fojas entre instrucciones generales y resoluciones de servicio. Fue una 
invasión que atenta contra un criterio racional de comprensión de la normativa. Por ello hoy hablé de 
gerenciamiento maquiavélico me hago cargo de mis palabras en el sentido de que, excesivas instrucciones, 
tanto por instrucciones generales como por resoluciones de servicio, órdenes de servicio, etcétera, conllevan 
a que después exista una desorientación al momento en cuanto a qué se aplica o no se aplica. 


SEÑOR PRESIDENTE. Quisiera saber si las decisiones del consejo honorario se tomaban por mayoría y si 
se votaba. 


SEÑORA PUPPO (Brenda). Sí. 


SEÑOR PRESIDENTE. ¿Eso ocurrió en todas las instrucciones generales? 


SEÑOR ZUBÍA (Gustavo). En todas; no logramos imponer nuestra voluntad de ninguna de ellas cuando 
tuvimos divergencias con la voluntad que emanaba, básicamente, de la Fiscalía de Corte, y que era seguido 
por el representante del Poder Ejecutivo y por las ONG que eran invitadas; habrá sido una casualidad. 


SEÑOR PASQUET (Ope). Sobre este punto, quisiera saber si la asociación de fiscales entiende que algunas 
de las instrucciones generales que se han dictado vulneran la independencia técnica de los fiscales. 


SEÑOR ZUBÍA (Gustavo). Es una evaluación muy profunda que debería analizar comunitariamente la 
comisión directiva y la asociación como para hacer una expresión de semejante porte. Sin perjuicio de ello, a 
título personal puedo decir que la independencia técnica versus la dependencia técnica, son colores blanco y 
negro que se han conmixionado en determinados grises, que es difícil evaluar si están más cerca del negro o 
del blanco. 


Desde el punto de vista de la ley orgánica, está consagrada la independencia técnica. Pero si a esa 
independencia técnica, que es el último bastión, le hacemos llegar no solamente instrucciones generales, sino 


también resoluciones como las que hemos leído acá que afectan la distribución de los casos como se 
manejan criterios de priorización, de volumen, etcétera, pueden afectar la entrega de los casos a cada uno de 
los fiscales y cambios en la forma de trabajo que estamos realizando en febrero cambiamos un tipo de 
trabajo, horarios y cargas por otro , ese mix al que se llega obliga a tener mucha prudencia al momento de 
emitir una opinión. No nos ubicamos ni en el blanco ni en el negro, sino en zona de grises, que habrá que 
evaluar más profundamente. 


Este fue un tema que se discutió en la asociación de fiscales hace cuatro años, y algunos nos opusimos a las 
instrucciones generales porque queríamos las sugerencias generales, que iban a ser muy seguidas pues somos 
un cuerpo que está abocado a trabajar. La asociación no aceptó la existencia de instrucciones generales. Yo 
me opuse en aquel momento; quería otro mecanismo. Algunos teníamos temor de que, por vías oblicuas, la 
independencia clásica técnica pudiera estar en tela de juicio. 


Creo que todos deberíamos aceptar que aquella independencia que tenía el fiscal otrora, hoy no la tiene; está 
restringida. ¿Quedará para el caso bien concreto? Es una forma de abordar el tema, pero en la medida en que 
existe un volumen enorme de instrucciones generales, es muy difícil. 


No puedo contestar la pregunta planteada por el diputado Pasquet porque previamente tendríamos que 
evaluar ese tema, inclusive en asamblea de fiscales. 


En cuanto a la gestión ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, nos declaramos en preconflicto. Hoy 
estamos haciendo una medida de paro, y en esa situación de preconflicto hoy de conflicto la asociación de 
fiscales planteó a la delegación de la Fiscalía de Corte el siguiente cronograma de aceptación de situación. 
Solicitamos a la Fiscalía de Corte el reconocimiento de que hay un grave problema en la implementación y, a 
partir de ahí, sentarnos a conversar. Se nos contestó que no iba a existir ese reconocimiento. A la asociación 
no le entraba en la cabeza que, si hay declaraciones de que se necesita quintuplicar el número de fiscales más 
allá de si es para todas las denuncias o para algunas , no se acepte la propuesta, con todo lo que hoy estamos 
diciendo. No se puede inventar todo esto. No se pueden inventar firmas de ciento dieciséis fiscales del 
interior y cuarenta de Montevideo. ¿Cómo no va a haber un problema? Eso no se aceptó y creo que está 
vinculado a lo de la academia Pitman, a lo que hoy hacíamos referencia. 


SEÑORA PUPPO (Brenda). También se nos preguntó por qué hay menos formalizaciones que los 
procesamientos que había antes. La verdad es que eso no lo sé responder. La policía nos llama, pero si no 
tenemos la comisión del delito ni nada por el estilo, no podemos hacer nada. 


Creo que la respuesta que podemos tener a eso es que, cuando el juez del Código del Proceso Penal viejo 
tenía la semana de turno, no solo instruía casos flagrantes, sino también casos de investigación, por ejemplo, 
estafas o alguna denuncia de libramiento de cheques sin fondos. Él traía esas cosas al turno y las instruíamos 
en las cuarenta y ocho horas. Por lo tanto, no eran solo casos flagrantes. 


Ahora, en los turnos, solo se tratan casos flagrantes, porque todo lo que ya dijimos de dar la orden a la 
policía, llegar a la prueba y demás lo hacemos después, en la semana que tenemos libre; hemos formalizado, 
fuera del turno, cosas de investigación. Creo que una respuesta podría ser que ahora es solo flagrante y antes 
hacíamos casos que no eran flagrantes. Como dije, si el juez tenía una denuncia de cheques sin fondos, traía 
al denunciante, al indagado, etcétera. Hablé de cheques sin fondos como un ejemplo que se me ocurre ahora, 
pero había estafas y otras cosas. 


Estadísticamente, no sé cuántas formalizaciones menos hay que procesamientos. 


SEÑOR PASQUET (Ope). Sobre esto último que planteaba la doctora Puppo, creo que en el mes de febrero 
de 2018 hubo más o menos la mitad de formalizaciones que de procesamientos en febrero de 2017. 


Si entendí bien lo que acaba de decir la doctora Puppo, la cuestión no está, por ejemplo, en un cambio de 
criterio de los jueces acerca de las pruebas necesarias para disponer la formalización; no es eso. 


SEÑORA PUPPO (Brenda). No, porque los elementos también debemos tenerlos ahora para pedir la 
formalización o llegar a un juicio abreviado. 


SEÑOR ZUBÍA (Gustavo). Tengo un matiz con la doctora. 


(Diálogos) 


Es tan democrático nuestro gremio que podemos tener matices, inclusive, en la Comisión Directiva. 
Creo que habla muy bien que no vengamos con ningún tipo de speech preparado. 


(Diálogos) 
—— Quiero contestarle al diputado Ope Pasquet. 


Vamos a ser realistas. Reitero que tengo un matiz con la doctora Puppo. Hoy los fiscales trabajamos con 
cuarenta kilos en cada pierna; inclusive, he significado que mi despacho mide diez cuadras, porque entre la 
Fiscalía y los juzgados hay diez cuadras. Antes, adentro del SIC caminábamos 30 metros y, ahora, tenemos 
que caminar diez cuadras para hacer la formalización. El sistema brasileño, que es complejo pero tiene algo 
de mixto con el acusatorio, es ideal en ese sentido porque trabajan en una misma sede física fiscalía, 
defensoría y juzgado. Nosotros tenemos un despacho de diez cuadras y requisitos para la formalización y 
para los reconocimientos. Inclusive, se han frustrado reconocimientos por carencia de infraestructura al 
momento de llevar. Como decía, he salido con billetes de $ 100 a conseguir alguna persona que un sábado de 
noche pudiera subir a pasar en la ronda de reconocimiento. Ese monto no ha sido suficiente para obtener 
presencia de cuidacoches de la zona, por ejemplo. 


A mi juicio, esas dificultades están muy presentes al momento de la basa de las tasas de formalización, 
porque hoy el sistema requiere un volumen mucho mayor para hacer algo. Por eso se necesita un mayor 
número de fiscales para atender la totalidad de los casos. 


Son matices que tenemos en nuestra Comisión Directiva. 


SEÑORA PUPPO (Brenda). Estoy de acuerdo con lo que dice el fiscal, pero eso es el ejercicio práctico de la 
cosa, pero no sé si se debe a que hay menos formalizaciones. Evidentemente, si se me frustra un 
reconocimiento, ya está; a veces no tengo otro elemento de prueba o casi nada más y, entonces, no puedo 
formalizar; eso es obvio. 


Estamos todos de acuerdo con que existen esos inconvenientes de los que habla el doctor; es lo que nos ha 
pasado. 


En cuanto a si tenemos libertad de expresión, sí la tenemos. No tenemos ningún problema; el tema es que 
alguien se anime a hablar. Libertad de expresión tenemos todos, sí, pero no es fácil ejercerla. Para mí, por 
ejemplo, no es fácil, pero ustedes me ven aquí. Yo no estoy acostumbrada a estar en esta sede, y hablar con la 
prensa no es fácil. Entonces, entiendan a otros fiscales a quienes les cuesta expresar lo que sienten o cómo 
están trabajando en su función. 


De ninguna manera estamos diciendo que el fiscal de Corte nos niega la libertad de expresión; de ninguna 
manera: tenemos libertad de expresión; el problema es animarse. 


Nosotros dos ya estamos al final de la carrera, pero el compañero Iglesias está iniciando la suya, porque es 
fiscal adscripto. No es fácil para él. Fíjense: él está por iniciar su carrera, está en una lista de prelación para 
ingresar al interior. Entonces, no es fácil hablar. 


Lo relativo a las instrucciones generales ya lo explicó el doctor Zubía. 


El diputado Mahía preguntó sobre el rol de los jueces con respecto a las órdenes de detención y allanamiento. 
No sé a qué se refiere. Los jueces actúan bien en ese sentido. 


(Interrupción del señor representante Mahía) 


Pero no es atribuible a los jueces; es el sistema. Creo que ya lo expliqué. 


Fíjense que si pido una orden de detención por sistema, la recibe una actuaria y, muchas veces, el juez está en 
audiencia. Como se usa el sistema Audire, no puede decir: "Corto esto acá y me esperan un momentito que 
tengo que ir a atender una orden del fiscal". No; hay que esperar a que termine la audiencia para que el juez 
pueda hacer frente a lo que yo le pido. Por eso es que muchas veces se demora dos o tres horas. Nosotros no 


les estamos echando la culpa a los jueces. Se trata de todo este sistema de implementación del que estamos 
hablando, que tiene sus complicaciones. Entonces, tardamos unas horitas esperando. A veces, me voy de la 
Fiscalía a las nueve de la noche y le digo a un funcionario: "Cuando llegue la orden de detención, llamá a la 
Seccional 8” para que vengan a buscar la orden de detención". Y la orden de detención queda para el otro día. 


Pero eso es porque también los jueces tienen muchas audiencias y estas no duran cuarenta minutos, como era 
la regla que nos contaban. Nos decían: "Si es un hurto, demora cuarenta minutos; si es una rapiña, cincuenta 
minutos". No; eso no es así. La audiencia puede tener sus complicaciones y demorar mucho más. Creo que en 
la feria judicial se dio la situación de que tuvieron audiencias a las dos de la mañana. Como en la feria hay 
menos jueces es lógico, es la feria judicial, los jueces tienen derecho a descansar , los fiscales estaban con 
mucho trabajo, se fueron atrasando las audiencias y creo que un día terminaron a las dos de la mañana. Son 
las cosas que pasan. 


Visiblemente, contamos lo que nos demora por el sistema, pero no se lo estamos achacando a los jueces; de 
ninguna manera. La actuaria no me puede firmar la orden de detención; lo tiene que hacer el juez; entonces, 
hay que esperar que termine la audiencia. 


En cuanto a la antigiiedad calificada, que se aplicaba antes, ¿el diputado se refería a lo que pasaba cuando 
estábamos en el interior para acercarnos a Montevideo o para llegar a Montevideo porque, evidentemente, no 
había concurso? No teníamos una lista de fiscales con méritos; eso lo hacía Fiscalía de Corte. 


Mire que nosotros estamos de acuerdo con los concursos. Yo soy una de las que dio concurso para ingresar a 
Montevideo; si no, todavía seguiría en el interior, porque si hubiera sido por antigiiedad calificada, había 
muchos fiscales más viejos que yo, que hace mucho más años que estaban en el interior. Se manejaba eso: los 
años que estaban en el interior, la experiencia, no sé. La verdad, no sé cuál era el sistema de puntuación para 
llegar a Montevideo. 


La verdad es que ahora, por concurso, es una ventaja. Yo soy una de las aventajadas porque estuve ocho años 
en el interior, que es relativamente poco, comparado con la gente que ha estado catorce, quince o dieciséis 
años. Concursé y estoy acá. Pero la situación era así, tal como el diputado está diciendo: antigúedad 
calificada. 


Nosotros contábamos los años. Cuando ingresé al interior pensé: "Bueno, en unos diecisiete años, más o 
menos, volveré a Montevideo". Eso es lo que contábamos, teniendo en cuenta quiénes estaban con 
posibilidad de ascender antes. 


En lo que tiene que ver con la subjetividad de la asignación de casos, ya dije que no. No me parece. Tenemos 
esas resoluciones y, supuestamente, son criterios objetivos. No me consta que haya subjetividad. Led conté lo 
que ocurrió en noviembre y diciembre, pero no me consta que haya más casos y a mí, personalmente, nunca 
me pasó 


La diputada Bottino señaló que no es nuevo que un fiscal de Corte salga a hablar a la prensa y diga que un 
fiscal hizo esto o lo otro. Yo ingresé en el año 1994. La verdad es que algunas de las situaciones que contó no 
las recordaba. Puede tener razón, lo que sucede es que hubo un antes y un después luego de lo que pasó con 
el doctor Chiecchi. No sé qué hizo el doctor Peri o qué hizo el doctor Robatto con el doctor Barrios. 
Sinceramente, antes pudo haber sucedido, pero ahora, realmente, llegó más a los fiscales. 


No sé si se puede hablar de tener miedo, no sé si se puede usar esa expresión, pero uno piensa: "Si me pasa 
algo... Si sale mi nombre en la prensa por todos lados...". A nadie le gusta. A eso nos referimos. 


Estoy totalmente de acuerdo con la señora diputada en que explicar las cosas a la sociedad da transparencia. 
Cuando estuve en el interior, era fiscal y tuve que enfrentar varias manifestaciones. El más expuesto era el 
juez, pero también el fiscal, porque no se olviden de que muchas veces la defensa manifestaba que tenía en 
contra al juez y al fiscal, que siempre estaban juntos. Ese es el eslogan que toda la vida escuché. 


Yo tuve que tolerar varias manifestaciones; se reclamaba que se hubiera procesado sin prisión a Fulanito de 
Tal, que tendría que haber ido a la cárcel. Reconozco que en aquel momento no salimos a la sociedad a 
explicar por qué. Como saben, el procesamiento sin prisión era un tema jurídico y, muchas veces, la víctima 
no entiende por qué podemos pedir el procesamiento sin prisión cuando es un delito culposo, cuando es un 


delito de menos gravedad, cuando es un primario absoluto. Comprendo que la víctima no lo entienda, porque 
se ve lesionada en su derecho y cree que el que lesionó su derecho tiene que ir a la cárcel. Eso lo entiendo, 
pero preferíamos no hablar. 


Comparto con ustedes que, a partir de mi permanencia en Maldonado, que es un departamento bastante 
conflictivo y en el que nos dan duro a los fiscales y a los jueces, empecé a considerar que teníamos que salir a 
hablar, para explicar por qué hacíamos tal cosa de la manera que la hacíamos. 


Ahora, que muchos se animan a hablar y lo hacen, nos parece bárbaro. No estamos para nada en contra de 
eso. Lo que sucede es que hay fiscales a quienes les cuesta comunicarse con la prensa. 


SEÑOR PRESIDENTE. Disculpe que la interrumpa, doctora, pero ya es la hora 13 y 30, está prevista una 
sesión del plenario a la hora 16 y la Comisión, luego de que ustedes se retiren, debe considerar un par de 
asuntos más. 


SEÑOR PUPPO (Brenda). Ya termino, señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. Continúe; no deje ningún punto sin contestar pero, si es posible, vaya redondeando 
su exposición. 


SEÑORA PUPPO (Brenda). Lo único que me falta es contestarle al señor diputado Cossia su pregunta sobre 
las comisiones para la implementación que no se han formado dentro de la Fiscalía. Ahora hay una comisión 
que se llama de Seguimiento del Proceso Acusatorio, pero no se invitó a la Asociación. El fiscal de Corte 
designó a determinados fiscales que integrarán esa comisión. Entonces, nosotros les trasmitimos a esos 
fiscales las dudas y los problemas de implementación que tenemos, y ellos las trasladan a esa comisión. Eso 
es lo que conozco que se ha creado, pero no con la intervención de la Asociación. 


Por supuesto que la directora de implementación siempre dice: "Estoy abierta a todas las sugerencias". Pero 
le hemos mandado quinientas mil cartas diferentes fiscales y no pasa nada. A veces, las respuestas dicen: 
"Insumos". Pero ¿qué insumos quiere que le demos? No sé; si viene a mi despacho, puede mirar la 
computadora y ver cómo es la cosa, porque no puedo estar perdiendo el tiempo imprimiendo cosas para que 
ella vea los insumos y todo lo demás. 


El diputado Mahía había manifestado hoy que habría que dar nombre y apellido de las personas por todo el 
tema del temor. 


SEÑOR MAHÍA (José Carlos). Quizás utilicé la frase "nombre y apellido" en exceso. En realidad, no es que 
quisiera mandar al frente a nadie, como se dice popularmente 


Lo que no me parece adecuado es no tener un sustento de casos concretos; a eso me refería. 


El fiscal Zubía planteó cuatro elementos que, a su entender, son suficientes. Evaluaremos todo lo que se ha 
dicho. Pero si un fiscal dijo tal o cual cosa, me parece que lo tendrán que analizar como gremial. Si hay 
insinuaciones, si no se es concreto, no puede quedar en la versión taquigráfica que no preguntamos sobre el 
fondo del asunto. Pero no se trata de identificar a la persona, porque creo que, en este caso, no tiene sentido. 


SEÑOR IGLESIAS (Raúl). Me quiero referir a dos o tres cuestiones que quedaron pendientes; trataré de ser 
lo más breve posible. 


La comisión bipartita a la que el señor diputado hacía referencia, para tratar los asuntos laborales, la pedimos 
nosotros. La Fiscalía accedió a que se convocara y se empezara a trabajar, pero que quede claro que la 
pedimos nosotros. 


En la última asamblea, se resolvió participar en la comisión de rendición de cuentas que funciona en la órbita 
de la Fiscalía, en la cual también participa el sindicato de los funcionarios. Nosotros, por mayoría, resolvimos 
participar para llevar los planteos que se han expresado aquí, de creación de cargos, creación de fiscalías y 
asignación de recursos. Esa es toda una plataforma reivindicativa que vamos a llevar a esa comisión de 
rendición de cuentas. 


Finalmente, con respecto al miedo, debo decir que hay muchos compañeros que lo tienen y lo manifiestan. 


En mi caso, soy fiscal adscripto y muchos compañeros me dicen: "Raúl: no hagas esto". Yo lo voy a hacer 
siempre. Prefiero que me corten la cabeza y morir de pie que vivir arrodillado. Lo voy a hacer siempre así. Si 
me cortan la cabeza, que me la corten. 


En cuanto al Sippau, una de las cosas que preguntamos fue cuánto dinero se gastó en un sistema que no 
funciona?. Nosotros no podemos pedir informes, pero ustedes sí pueden hacerlo. Tal vez puedan ver todo el 
dinero que se gastó y si el sistema sirve o no. 


(Diálogos) 


SEÑOR PASQUET (Ope). Agradezco nuevamente a los representantes de la Asociación de fiscales que 
hayan venido y que nos hayan aportado información y opiniones. 


Quiero expresar, a título personal, pero supongo que es compartido por todos los miembros de la Comisión, 
nuestro profundo agradecimiento a todos los fiscales del país, de todos los rangos y antigúedades en el 
servicio, por la tarea que están desempeñando. Creo que están escribiendo una página importantísima en la 
evolución del sistema de justicia del Uruguay. Es una etapa que, como es de cambio profundo, de reforma 
radical, tiene dificultades, problemas de todo tipo y genera reacciones en la opinión pública, porque lo que se 
está reformando es nada menos que la justicia penal, en el impacto que ella tiene en la sociedad, sobre todo 
en momentos como este. Eso hace que a veces la reacción de la sociedad, que se expresa ahora a través de las 
redes sociales que son nuevos protagonistas en la vida pública , sea adversa. Lo digo porque no aparecen 
miles de tuits aplaudiendo al fiscal tal o al juez cual por lo que hizo en tal o cual episodio; aparecen las 
críticas, los insultos que, por experiencia propia, sabemos duelen y amargan, y para ustedes esta es una 
experiencia nueva. 


Les toca hacer este esfuerzo en estas circunstancias tan poco favorables, tan poco propicias para esa labor 
extraordinaria que están cumpliendo. Pero nosotros la valoramos, confiamos en que el tiempo ponga las 
cosas en perspectiva y que eso lo valore la sociedad entera. Son esas grandes cosas que hace un país cada 
tanto; no siempre, no con frecuencia. Así como en algún momento se produjo la reforma vareliana, cuando 
surgió un colectivo de maestros guiado personalmente por José Pedro Varela para hacer una gran reforma en 
la vida del país; así como en los años 1924 y 1925 se aprobaron las leyes electorales, que establecieron la 
inscripción cívica masiva, lo cual sentó las bases de una democracia mucho mejor que la que antes había; así 
como hace no tanto tiempo se llevó a cabo la reforma del Código General del Proceso, que establecía el 
proceso público y por audiencia y que no generó la resistencia que causa esta reforma porque se trató de 
materia civil y no penal, ahora estamos ante una de esas grandes transformaciones. Sin duda, en este caso, los 
grandes protagonistas son los fiscales, por la introducción del sistema acusatorio. Entonces, tienen una 
enorme responsabilidad y están cumpliendo, de la manera esforzada, abnegada y sacrificada que ustedes 
señalaron, una tarea importantísima, que no tengo dudas de que, en su momento, la sociedad entera va a 
reconocerles. Los que estamos trabajando en esto desde otra perspectiva, en el plano legislativo, lo 
reconocemos desde ya, aplaudimos el esfuerzo que están haciendo y se los agradecemos de todo corazón. Les 
pedimos que trasmitan estas expresiones a los integrantes de su Asociación. 


SEÑOR PRESIDENTE. Agradecemos mucho a los representantes de la Asociación de Magistrados del 
Ministerio Público y Fiscal del Uruguay por su comparecencia. 


(Se retira de sala la delegación de la Asociación de Magistrados del Ministerio Público y Fiscal del Uruguay) 


SEÑOR ITURRALDE (Pablo). Como es de conocimiento de la Comisión, hace ya unos días presenté un 
escrito planteando iniciar un juicio político, en el entendido de que la situación se enmarca en el artículo 93 
de la Constitución de la República. 


Seguramente, este será un tema de extenso tratamiento, pero no quería dejar pasar otra semana sin plantearlo. 
Como no ha habido respuesta por parte de los miembros de la Comisión, quería dejar el tema en agenda y 
solicitar que se comience con su tratamiento. 


Según tengo entendido, no existe un procedimiento especial, más que el señalado en el artículo 93 de la 
Constitución. De acuerdo con las consultas que hice, para dar tratamiento a este asunto debemos recurrir a los 


principios generales de derecho y de la defensa. Entiendo que al iniciarse un juicio el primer paso que 
corresponde es trasladar el planteo al involucrado. Por consiguiente, solicito que se proceda de esa manera y 
se dé comienzo al tratamiento del tema. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si la Mesa interpreta bien, lo que el señor diputado Iturralde está solicitando es que 
la Comisión notifique al involucrado en el juicio político que promueve o al acusado por decirlo así , a los 
efectos que corresponda. 


SEÑOR ITURRALDE (Pablo). Lo que estoy pidiendo es que la Comisión se aboque al tratamiento de este 
asunto lo antes posible. No estoy pidiendo que lo haga hoy. Me parece que el primer paso es hacer el traslado 
formal del escrito inicial ya lo tienen todos los integrantes de la Comisión al involucrado. 


SEÑOR PRESIDENTE. Entonces, lo que el diputado Iturralde solicita es que se incluya el punto en el orden 
del día está en su derecho de hacerlo; por lo tanto, procederemos en ese sentido y que se traslade el escrito 
al involucrado... 


SEÑOR ITURRALDE (Pablo). Creo que en ningún caso sería evitable. 
SEÑOR PRESIDENTE. La Comisión debería pronunciarse respecto de esto último aspecto. 


SEÑOR MAHÍA (José Carlos). Por la naturaleza del tema, por lo delicado que es desde el punto de vista 
político, con respecto al fondo del asunto, nosotros, como bancada del Frente Amplio, planteamos a la 
Comisión la necesidad de tiempo para analizarlo en la interna de nuestro partido político. Esto es con 
respecto al fondo del asunto. 


En cuanto a que la Comisión haga llegar al denunciado el escrito que se presentó, me parece que es 
adecuado. 


Reitero que con respecto al fondo del asunto, referido al artículo 93 de la Constitución, el procedimiento y 
abordaje político, debemos discutirlo en la bancada. Como el contenido general es conocido públicamente, 
solo se está procediendo a formalizar un asunto que ya ha ingresado y a dar conocimiento al legislador 
involucrado. A partir de esta decisión, este tema todavía no tiene tratamiento político de la Comisión. Insisto: 
simplemente, se pone en conocimiento al involucrado en la denuncia formulada por el diputado Iturralde. 


SEÑOR PRESIDENTE. Esa es la propuesta del señor diputado Iturralde, según entendí. 


SEÑOR PASQUET (Ope). En primer lugar, entiendo perfectamente la inquietud del diputado Iturralde en el 
sentido de encauzar el estudio del tema que ha propuesto. Dado su naturaleza y gravedad, no puede 
permanecer en el limbo de los asuntos que no se tratan. 


En segundo término, también entiendo lo que plantea el señor diputado Mahía. Es perfectamente 
comprensible. Desde ya, estamos dispuestos a dar el tiempo necesario para que todas las bancadas adopten 
una posición sobre el fondo del asunto. 


En tercer lugar, quiero decir que, obviamente, no me opongo a que se le dé al denunciado noticia del 
planteamiento que aquí se ha formulado. Desde luego, informalmente, ya lo conocerá. Como decía, no me 
opongo a que se le dé noticia, pero a los solos efectos de poner en su conocimiento, de manera fehaciente, la 
presentación de esa denuncia, no en el sentido de dar traslado. Después de la visita de la asociación de 
fiscales, me siento contaminado con la terminología procesal. No estamos dando traslado, porque ello 
implica involucrarnos en una secuencia de actos de procedimientos en la que después se contesta al traslado y 
la Comisión entra en el tratamiento del tema. Eso es otra cosa. Solo estamos noticiando al denunciado y, 
luego, oportunamente, cuando todas las bancadas tengan posición sobre el tema, nos abocaremos a su 
estudio. 


SEÑOR PRESIDENTE. Interpreto lo mismo que el señor diputado Pasquet. Entiendo que si nos ponemos a 
discutir aspectos de procedimiento, en algún sentido, aunque sea en cuestiones formales, vamos ingresando al 
fondo del asunto. 


Por lo tanto, creo interpretar que tenemos acuerdo en el sentido de noticiar o notificar al denunciado con 
relación a esto. 


SEÑORA ANDRADE (Susana). En general, estamos de acuerdo con lo que decidimos como Comisión. 
Queremos recordar que en estos días el fiscal estará dando vista sobre el tema a nivel judicial. Aun así 
descartamos intenciones del diputado Iturralde de querer incidir en esa circunstancia. 


SEÑOR ITURRALDE (Pablo). Había pedido la palabra para hacer una referencia desde el punto de vista 
técnico. La precisión que han hecho es correcta. Agradezco la aceptación por parte de la bancada mayoritaria. 


No pretendo dar traslado; me expresé mal desde el punto de vista técnico. Lo que quiero es notificar al 
involucrado. Me parece que eso es lo que corresponde. Daba por descontado que se iba a pedir un plazo. 


En cuanto a la alusión de la señora diputada Andrade, quiero recordarle que el juicio político tiene una 
naturaleza jurídica diferente al desafuero, que es lo que podría solicitar un juez. En el caso del 
exvicepresidente Raúl Sendic, planteé el juicio político; en el caso del senador De León, vengo planteando el 
juicio político desde el mes de diciembre. Fue formalizado en febrero e ingresó a la Comisión el 28 de 
febrero. O sea que la Comisión tuvo noticia de este asunto hace un mes y diez días. Me parece que es un 
plazo razonable como para disponernos a darle tratamiento, más allá de que se esté de acuerdo o no con el 
planteo. Es una situación distinta a la de la Justicia, aunque todo tiene que ver, porque todo está vinculado 
con la comisión de delitos. 


SEÑORA ANDRADE (Susana). Agradezco la aclaración del diputado Iturralde. Simplemente, quise 
trasladarle la decisión de nuestro sector con respecto al tema. Nos parece lógico que comiencen las 
formalidades relativas a este asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la propuesta del señor diputado 
Iturralde, con las salvedades que han sido formuladas en el curso del intercambio que hemos tenido. 


(Se vota) 


Diez por la mayoría: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Se levanta la reunión. 


Ver documento adjunto 
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